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EN NOMBRE DEL REY

FALLO

SENTENCIA

la siguiente

Pleno. Sentencia 16/1996, de 1 de febrero
de 1996. Recurso de inconstitucionali­
dad 2.280/1990. Promovido por el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña con­
tra determinados preceptos y partidas presu­
puestarias de la Ley 4/1990, de 29 de junio,
de Presupuestos Generales del Estado para
1990.

4941

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.280/90.
promovido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña, representado por el Abogado don José
María Bosch i Bessa, contra determinados preceptos y
partidas presupuestarias de la Ley 4/1990. de 29 de
junio, de Presupuestos Generales del Estado para 1990.
Ha sido parte el Gobierno de la Nación, representado
por el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Presidente
don Alvaro Rodríguez 8ereijo. quien expresa el parecer
del Tribunal.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don José
Gabaldón López. Vicepresidente. don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral, don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal y Allende, don Julio Diego
González Campos, don Pedro Cruz Villalón. don Caries
Viver Pi-Sunyer. don Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera. don Javier Delgado Barrio.
y don Tomás S. Vives Antón. Magistrados, ha pronun­
ciado

Ha decidido

Inadmitir la presente demanda de a,mparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de enero de mil novecientos
noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.- Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
II0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Firmado y rubricado.

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

de «todos los recursos utilizables en la vía judicial»
[arto 44. 1.a) LOTC]. como ahora se hace. procede apre­
ciar que, en el presente caso. el plazo previsto para plan­
tear la audiencia al rebelde deberá ser computado a
partir de la fecha en que se notifique a la actora la pre­
sente resolución.

l. Antecedentes

1. El 29 de septiembre de 1990 quedó registrado
en este Tribunal un escrito por el que don José María
Bosch i Bessa, Abogado de la Generalidad de Cataluña.
en su representación y defensa, interpuso recurso de
inconstitucionalidad contra los arts. 11, apartados 3
y 4. y 40 y las disposiciones adicionales décima y vigé-

art. 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. cuya
validez constitucional hemos reconocido, permite prec

cisamente poner remedio a este tipo de situaciones cuan­
do el vicio causante de la indefensión se descubre una
vez pronunciada Sentencia Y. por ser firme. no impug­
nable por tanto con los medios ordinarios» (fundamento
jurídico 1.0

).

3. Si la audiencia al rebelde era. pues, posible en
casos como éstos. ello implica también que es necesaria
a los efectos de tener por agotada la vía judicial previa
[arto 44. 1.a) LOTC], como, por lo demás. ya hemos tenido
ocasión de declarar.

En efecto. la STC 185/1990 (fundamento jurídico 2.0
)

observó cómo son tres las vías por las que pueden com­
batirse los actos judiciales que produzcan indefensión.
la interposición de los recursos establecidos en las leyes
procesales. la declaración de nulidad de oficio siempre
que no haya recaído Sentencia definitiva Y. finalmente.
los demás medios de impugnación establecidos en las
leyes, entre los que se citaba expresamente la audiencia
al rebelde. Acorde con ello, el Tribunal. en la ya citada
STC 310/1993 (fundamento jurídico 3. 0

) declaró, modu­
lando la doctrina anterior. que «exigencias derivadas, tan­
to del cumplimiento del principio de subsidiariedad (art.
53.2 CE). como de los principios de inmediación y cele­
ridad. han de obligar a las partes aagotar la vía judicial
ordinaria mediante la interposición, cuando se trate de
remediar situación de indefensión provocadas por el
incumplimiento de las garantías procesales exigibles en
los emplazamientos, del denominado recurso de audien­
cia al rebelde».

Esta doctrina constitucional ha sido reiterada por la
reciente STC 134/1995. que ha declarado que el lla­
mado recurso de audiencia al rebelde constituye «un
instrumento procesal previo el amparo». tras recordar
que «entre los requisitos que se exigen para poder acudir
a esta sede jurisdiccional. y como el primero de ellos,
figura el agotamiento de todos los recursos utilizables
dentro de la vía judicial [art. 44.1.b) LOTC). exigencia
que es causa o efecto, según se mire. de la función
subsidiaria de este proceso constitucional. No se trata
de que antes de intentarlo se interponga cualquier recur­
so imaginable sino sólo aquellos que. siendo procedente's
según las normas procesales concretamente aplicables.
permitan una reparación adecuada de la sedicente lesión
del derecho fundamental en juego. No se olvide al res­
pecto que el principio de subsidiariedad de la jurisdicción
constitucional en este tipo de procesos sirve también
para deslindar adecuadamente el ámbito del Poder Judi­
cial. en prevención a interferencias perturbadoras» (fun­
damento jurídico 1.0

).

En consecuencia, siendo esto así. la demandante de
_amparo, a fin de cumplimentar debidamente las exigen­

cias del arto 44.1.a) LOTC. debió haber utilizado el deno­
minado recurso de audiencia al rebelde previsto en la
Ley de Procedimiento Laboral mediante remisión a la
Ley de Enjuiciamiento Civil.

4. -De todo lo anterior se infiere que la demanda
incurrió en el defecto no subsanable previsto en el
art. 44.1.a) LOTC, procediendo. por tanto. declarar en
este momento procesal la inadmisibilidad de la misma.
Ahora bien, dado que aquella interpretación en el sentido
más favorable de las «normas procesales que integran
alguna vía rescisoria de las Sentencias firmes», a que
nos referimos en la citada STC 185/1990. ha venido
subrayándose de forma progresiva por la doctrina legal
del Tribunal Supremo respecto de la audiencia al rebelde,
así como por este mismo Tribunal. muy en particular
a partir de la STC 310/1993, pero sin que hasta el
presente hubiese llevado a apreciar. por medio de Sen­
tencia. el incumplimiento del requisito del agotamiento
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sima segunda de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de
Presupuestos Generales del Estado para 1990, así como
contra las siguientes partidas presupuestarias conteni­
das en la misma Ley:

1) Relativas a materias penitenciarias.
De la Sección 13, Ministerio de Justicia. Del Servicio

04, Programa 313 C., el Concepto 482, y del Progra­
ma 144 A.. el Concepto 480.

De la Sección 26, Ministerio de Sanidad y Consumo.
Del Servicio 10. Programa 313 G., el Concepto 456.

De la Sección 18. Ministerio de Educación y Ciencia.
Del Consejo Superior de Deportes. el Programa 457 A.•
el Concepto 489.

2) De la Sección 16, Ministerio del Interior. Servicio
004, los Conceptos 461, 482, 761 Y 782.

3) De la Sección 18. Ministerio de Educación y Cien­
cia. Servicio O1, el Concepto 481. Del Servicio 10, los
Conceptos 450, 481 Y451. Del Servicio 11. el Concepto
482. Del Servicio 12, los Conceptos 482. 488. 451
Y 480. Del Organismo 10.1, Programa 457 A., el Con­
cepto 489. Del Servicio 06. los Conceptos 422 y 486.
Del Servicio 10, el Concepto 440. Del Servicio 12, los
Conceptos 460 y 461. Del Servicio O1, el Concepto 482.
Del Servicio 05, el Concepto 482. Del Servicio 09, el
Concepto 470. Del Servicio 10. el Concepto 480. Del
Servicio 11, los Conceptos 480. 484 Y 485. Del Servicio
12, el Concepto 481. Del Organismo 18.101, las Parti­
das 441, 454, 455, 456 Y 751.

4) De la Sección 19. Ministerio de Trabajo y Segu­
ridad Social. Del Servicio lO, los Conceptos 471, 475,
481, Y 484. Del Servicio 008, 10$ Conceptos 421, 422,
481 Y483.

5) De la Sección 21, Ministerio de Agricultura, Pesca
y Alimentación. Del Servicio 07, Programa 712 D.• los
Conceptos 771 y 773. Del Organismo 106, Progra­
ma 542 F.• los Conceptos 470 y 480. Del Organismo
106, Programa 712 don. los Conceptos 481. 482. 771
Y 772. Del Organismo 109, Programa 712 D.• el Con­
cepto 771. Del Organismo 203, Programa 533 A.• los
Conceptos 481.770 Y 771. Del Servicio 04. Programa
712 C.• Concepto 776. Del Organismo 106, Programa
712 G.. los Conceptos 780 y 781. Del Organismo 109,
Programa 712 G.• los Conceptos 77 6 Y 777. Del Servicio
04. Programa 712 B., los Conceptos 781 y 772. Del
Servicio 09. Programa 712 A.. Concepto 772. Del Orga­
nismo 104. Programa 712 C.• Concepto 771. Del Ser­
vicio 04, Programa 712 A., el Concepto 778. Del Servicio
04, Programa 712 C.• los Conceptos 472 y 771. Del
Servicio 09, Programa 712 E, el Concepto 771. Del Orga­
nismo 108, Programa 712 A., el Concepto 482. Del
Organismo 205, Programa 712 E, el Concepto 470. Del
Servicio 04. Programa 712 C.. los Conceptos 773 y 775.

6) De la Sección 24. Ministerio de Cultura. Del Pro­
grama 452 A (Archivos), los Conceptos 760 y 780. Del
Programa 453 A (Museos), los Conceptos 761 y 782.
Del Programa 455 D (promoción del libro). los Concep­
tos 471,770,771 Y 772. Del Organismo 108. Progra­
ma 465 C.. los Conceptos 471 y 771.

7) De la Sección 23, Ministerio de Transportes,
Turismo y Comunicaciones. Servicio 05, Programa 513
C. Concepto 771.

8) De la Sección 26, Ministerio de Sanidad y Con­
sumo. Del Servicio 09, Programa 413-A. Conceptos
422.01.422.02,422.09,422.10,423.424,424.01,
424.02, 424.03. Del Servicio 10, Programa 313 G.. los
Conceptos 421 y 422. Del Servicio 01, Programa 411
A.. el Concepto 483. Del Servicio 02, Programa 411

A., el Concepto 481. Del Servicio 07. Programa 413
B., los Conceptos 471 Y480. Del Servicio 09. Programa
413 A., los Conceptos 442. 443. 470. 483. 484. 485.
486, 487. 488. 489 Y 781. Del Servicio 10. Progra­
ma 313 G.• el Concepto 481. Del Servicio 02, el Progra­
ma126 F. Del Servicio 09. el Programa 413-A., los Con­
ceptos 226.04. 226.07, 226.10, 226.11, 226.12,
226.13 Y 226.14. Del Servicio 10. Programa 313 G..
los Conceptos 451. 452, 453. 455 Y 456. Del Servi­
cio 09. Programa 413 A., los Conceptos 450, 451. 452,
453,454,455,456.457,458.459 Y 751.

9) Materias Asistencia Social.
De la Sección 19, Ministerio de Trabajo y Seguridad

Social. Servicio 11, Programa 313-A, el Concepto 425.
De la Sección 27, Ministerio de Asuntos Sociales. Del
Servici\> 03, Programa 313 L.los Conceptos 451 y 457.
Del Servicio 03. Programa 313 L, el Concepto 486. Del
Servicio 01. Programa 313 L.los Conceptos 481 y 782.
Del Servicio 03, Programa 313 L. el Concepto 481 Del
Servicio O1. Programa 311" A.• el Concepto 723. Del
Servicio 04. Programa 313 D.. los Conceptos 454 y 481.
Del Servicio 01. Programa 313 L. el Concepto 721. Del
Organismo 27.208. Programa 323 A.. los Conceptos
22.600,481 Y 781. Del Organismo 27.107, Programa
323 B, los Conceptos 22.600, 481, 482 Y483.

10) Del Presupuesto de la Seguridad Social. Fun­
ción 3.1NSERSO. Programa 35. el Concepto 450.2.

11) De la Sección 20, Ministerio de Industria y Ener­
gía. Del Servicio 13. Programa 542 E, el Concepto 771.
Del Servicio 05. Programa 542 E.3. 1. el Concepto 772.
Del Servicio 06. Programa 542 E.4. los Conceptos 773
y 781. Del Servicio 13, Programa 542.E.5, el Concepto
775. Del Servicio 14. Programa 722 C. los Conceptos
771.772.773,781.783,785,787 Y 788. Del Servicio
12, Programa 724 B, el Concepto 781. Del Servicio 05.
Subprograma 731 F.2., el Concepto 773. Del Servicio
06, Programa 741 F. el Concepto 772. Del Servicio 03.
Subprograma 731 F 5 A. el Concepto 772.

2. El recurso se fundamenta en las alegaciones que
a continuación se sintetizan:

A) Con el carácter de consideraciones generales.
comienza poniendo de manifiesto la relevancia que para
el ejercicio de sus competencias por las Comunidades
Autónomas regidas por el sistema previsto en la L.O.F.CA
revisten las asignaciones presupuestarias centralizadas
llevadas a cabo en los Presupuestos Generales del Esta­
do: es preciso admitir. como punto de partida. la posi­
bilidad de que el Presupuestg puede, por sí mismo. incidir
en el ejercicio de las competencias de las Comunidades
Autónomas conforme a la doctrina establecida en las
SSTC 63/1986 y 146/1986, las consignaciones pre­
supuestarias no predeterminan ni crean las competen­
cias. ni precisan su alcance. pero afectan a su ejercicio
concreto por las CC.AA.; si las consignaciones de créditos
presupuestarios ignoran el reparto de competencias
establecido y no respetan los principios de suficiencia
y autonomía financiera deberán ser declarados incons­
titucionales; ciertamente. la consignación centralizada de
los créditos presupuestarios no excluye de raíz toda inter­
vención de la Generalidad en la gestión de ésos créditos,
pero es innegable que no permite una auténtica gestión
autonómica tal y como le correspondería según las com­
petencias asumidas constitucional y estatutariamente.
La cuestión se plantea, sobre todo, porque los recursos
para inversión nueva y para política de fomento no fueron
englobados en el bloque de financiación incondicionada
que han de percibir las CC.AA. como participación en
los ingresos tributarios del Estado; al reclamar la terri­
torialización de las asignaciones se reclama una finan-
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ciación debida a las CC.AA. que. o no llega. o llega tarde.
o llega indebidamente condicionada y de forma insu­
ficiente. En realidad. la inconstitucionalidad se produce
porque no aparecen en los Presupuestos Generales del
Estado para 1990 asignaciones presupuestarias a favor
de las CC.AA. competentes en la materia de que se trata;
por lo tanto. la reclamación no se dirige contra la exis­
tencia de partidas centralizadas. sino contra la inexis­
tencia de una adecuada previsión de financiación de
las competencias efectivamente asumidas por las CC.AA.

Él re"curso se basa. por otro lado. en que la consig­
nación centralizada de ciertos créditos presupuestarios
no respeta el sistema de financiación autonómica vigente
plasmado en el Acuerdo del Consejo de Política Fiscal
y Financiera de 7 de noviembre de 1986. No se cues­
tiona. por ello. la constitucionalidad del vigente sistema
de financiación aunque se reconoce que el mismo «re­
duce a su minima expresión la autonomía financiera de
las CC.AA.». y se indica que «deberá reajustarse cuando
sea procedente y oportuno. y el punto clave' será posi··
blemente la introducción de la corresponsabilidad fiscal.
arbitrando alguna forma' de participación y gestión de
las Comunidades Autónomas en los grandes impuestos
actuales. sobre la Renta de las Personas Físicas. Renta
de Sociedades e IVA. Sólo entonces podremos hablar
propiamente de autonomía financiera de las Comuni­
dades Autónomas».

La Constitución española establece el marco cons­
titucional del sistema de financiación autonómico que
se inspira en los principios de autonomía. solidaridad
y suficiencia; para la Generalidad. el principio de auto­
nomía debe ser considerado prioritario; la suficiencia y
la solidaridad son principios complementarios al principio
esencial de la autonomía; sin autonomía financiera fra­
casa el sistema en su esencia; el carácter prioritario de
la autonomía financiera se realza a la vista de la previsión
en la Constitución española de la garantía de los servicios
fundamentales y del Fondo de Compensación lnterterri­
torial que sólo tienen sentido como mecanismos de
corrección de los efectos de la autonomía financiera.

Indudablemente. el bloque constitucional compuesto
por el Estatuto de Autonomía de Cataluña. la LOFCA
y la C.E. permiten una variada gama de soluciones al
tema de la financiación autonómica; sin embargo. el sis­
tema actual constituye una interpretación tremendamen­
te restrictiva. El problema de las deficiencias de la finan­
ciación autonómica radica de forma originaria en el cóm­
puto del llamado coste efectivo de los servicios trans­
feridos; al no considerarse transferibles gran parte de
los recursos disponibles en las oficinas centrales. hubo
una subestimación tanto de los costes directos como
de los indirectos; además. el método adoptado por el
Acuerdo 1/1982. del Consejo de Política Fiscal y Finan­
ciera. excluyó del cómputo del coste efectivo la llamada
inversión nueva y las subvenciones de que disponían
los servicios del Estado antes de ser transferidos a las
Comunidades Autónomas; el método empleado dejó
intactos los macrocefálicos servicios centrales de la
Administración del Estado y dejó en sus manos la gestión
de la práctica totalidad de los recursos destinados a inver­
siones y subvenciones; a ello ha contribuido también
la doctrina que propugna que las competencias «bási­
cas» del Estado se extiendan a los actos de gestión o
pura ejecución; el Estado invade competencias de las
Comunidades Autónomas porque previamente se han
asignado a la Administración Central los recursos pre­
supuestarios que debieran corresponder a las Comuni­
dades Autónomas. lo que conduce a indebidas dupli­
cidades en la prestación de los servicios y priva a
las CC.AA. de los recursos debidos para la correcta pres­
tación de los servicios asumidos.

El Acuerdo del citado Consejo. de 7 de noviembre
de 1986. que fija el sistema de financiación autonómico
para el período 1987/91. mejora. pero sólo en parte.
la situación anterior porque solamente se incorporan al
bloque de financiación incondicionada las subvenciones
que por su carácter recOrrente y su vinculación a la pres­
taciónde los servicios tienen una naturaleza equivalente
a la del coste de éstos; la consecuencia es que la mayor
parte de las subvenciones. las más signifi"cativas cua­
litativa y cuantitativamente. continúan financiándose por
medio de transferencias de fondos condicionados. Esta
forma de actuar ha querido justificarse argumentando
que muchas de estas subvenciones condicionadas ti"enen
un objetivo de política económica y social; pero ésto
sólo es cierto en muy pocos supuestos; cuando estas
subvenciones a terceros se producen en materias cuya
competencia corresponde a las Comunidades Autóno­
mas el Estado debería ceder a las mismas los recursos
correspondientes de forma incondicionada. Además. los
Presupuestos Generales del Estado para 1990 no se
adaptan a las previsiones del Acuerdo del Consejo de
Política Fiscal y Financiera de 1986. según el cual cuando
la gestión y ejecución de las subvenciones corresponda
a las Comunidades Autónomas «deben establecerse los
mecanismos necesarios para aplicar la gestión de las
mismas. incluyendo su territorialización en los Presu­
puestos Generales del Estado•. si ello fuera posible. y.
en su defecto. procediendo a su territorialización durante
el ejercicio con la mayor antelación posible».

Para respetar el principio competencial-y el de auto­
nomía financiera. las consignaciones de créditos refe­
ridos a subvenciones deben reunir varias condiciones:
1) No vulnerar las competencias de la Comunidad Autó­
noma en las materias en que el Estado no conserve
ningún título competencial; 2) Debe descentralizarse la
gestión de las aplicaciones presupuestarias correspon­
dientes a subvenciones relativas a actividades o materias
de competencia de la Comunidad Autónoma y sobre
las que concurra algún título competencial genérico del
Estado. lo que implica que la Administración Central debe
limitarse á fijar el importe global de cada línea de sub­
vención y sus características' definitorias ,esenciales: 3)
Es improcedente que el Estado condicione la participa­
ción de las Comunidades Autónomas en las subvencio-
nes a la suscripción de Convenios. _

Tras sistematizar las cuatro categorías de materias
según cual sea el grado de intervención del Estado y
de la Comunidad Autónoma. concluye que ,<la regla gene­
ral en el caso de las partidas destinadas al fomento en
materias de competencia aut,onómica. debería consistir
en la territorialización en los propios Presupuestos. Sola­
mente en el caso de existir alguna dificultad de tipo
técnico. dicha terriorialización podría posponerse a un
momento posterior a la propia Ley de Presupuestos
Generales del Estado pero. en cualquier caso. al incidir

,las partidas en competencias de las Comunidades Autó­
nomas deberían consignarse los créditos presupuesta­
rios en los Conceptos 4.5 y 7.5 «para Comunidades Autó­
nomas» y en ningún caso como partidas centralizadils
a cargo de órganos del Estado».

Enumera también los principios fijados en la juris­
prudencia del Tribunal Constitucional a propósito de las
subvenciones. Sin embargo. los resultados prácticos de
la jurisprudencia constitucional han sido relativamente
pequeños porque la Administración del Estado no ha
territorializado las consignaciones presllpuestarias. Las
consecuencias prácticas de esa doctrina se han visto.
además. reducidas porque las Comunidades Autónomas
impugnaron la normativa estatal sobre subvenciones
concretas. pero no su consignación en forma de partidas
presupuestarias centralizadas. - según se' deduce de
la STC 95/1986. En este recurso' se va a obviar este
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· inconveniente ypara ello se va a discutir la centralización
de un gran número de partidas presupuestarias.

la posibilidad de impugnar las asignaciones presu­
puestarias vuelve a proponerse en la STC 96/1990;
según esta Sentencia, cabe distinguir en materi¡l de sub­
venciones dos planos diferente!t en los que puede operar
la invasión competencial del Estado. El primer plano es
el relativo a la regulación de los fines de la subvención
y de las condiciones para el otorgamiento; en este plano

· el Estado podría dictar una normativa general sobre los
diferentes tipos de subvenciones en función de sus títu­
los competencialesen el ámbito material, pero no puede
condicionar las subvenciones o determinar su finalidad
más allá del alcance de los títulos competencia les que
amparen su intervención y no puede privar a las Comu­
nidades Autónomas ,con competencias en la materia de
todo margen para desarrollar en el sector subvencionado
una política propia. El segundo plano es el de la asig­
nación presupuestaria a una u otra Administración para
su gestión concreta; la citada Sentencia permite con­
siderar inconstitucional la propia asignación presupues­
taria cuando los créditos aparecen asignados en los pre­
supuestos ministeriales y se trata de materias cuya ges­
tión corresponde a las Comunidades Autónomas. En
aquél recurso no se impugnaban los programas presu­
puestarios ni las cantidades afectadas. El presente recur­
so, por el contrario. pretende cuestionar este segundo
plano, el de las asignaciones presupuestarias concretas

·que se corresponden a las diferentes políticas persegui­
das por los Presupuestos Generales del Estado para
1990; con él se pretende obtener un pronunciamiento
del Tribunal sobre las condiciones exigibles a los Pre­
supuestos Generales del Estado para garantizar la cons­
titucionalidad de las concretas asignaciones presupues­
tArias.

B) la rec;urrente impugna diversas partidas conte­
nidas en la ley de Presupuestos Generales del Estado
para 1990. '

a) la impugnación de diversas partidas de los Minis­
terios de Justicia. Sanidad y Consumo y Educación y
Ciencia. relativas a materias penitenciarias y que ya fue­
ron recurridas en 1989, se fundamenta en el arto 11.1
del Estatuto de Autonomía de Cataluña que atribuye a
la Generalidad la ejecución de la legislación del Estado
en materia penitenciaria, se trata de subvenciones
recurrentes y con vocación de permanencia ligadas a
la prestación de los servicios transferidos; de seguir for­
mando parte del bloque de financiación condicionada,
debería procederse a su distribución territorial en los
propios Presupuestos Generales del Estado de confor-
midad con criterios objetivos. •

b)Se impugnan diversas partidas del Ministerio del
Interior relativas a protección civil que ya fueron objeto
de impugnación en 1989; se invocan a tal efecto los
arts. 9.1, 12.1.2. y 13 del Estatuto de Autonomía
de Cataluña en concordanciá· con los artse' 148.1.1,
148.1.22 y 149.1.29 C.E., de donde resulta una com­
petencia exclusiva general e inmediata de la Comunidad
Autónoma y una competencia subsidiaria y excepcional
del Estado; por ello, estas partidas deben ser te.ritoria­
lizadas, asignándose a la Generalidad de Cataluña la par­
te proporcional de las mismas, ya que mantenerlas cen­
tralizadas no sólo limita los recursos de laS Comunidades .
Autónomas competentes, sino que puede dar lugar a _
futuras invasiones competenciales y a inútiles dupl.i­
cidades.

c) De la Sección 18. Ministerio de Educación y Cier;­
cia, ·se impugnan una serie de partidas que ya fueron
recurridas en 1989; tras remitirse a lo que· entonces
se dijo sobre los títulos competenciales de la Generalidad

de Cataluña, se insiste en que la centralización de las
partidas supone un atentado a las competencias de la
Generalidad en materia educativa y puede servir de base
al ejercicio por la Administración del Estado de controles
exorbitantes. tales como la exigencia de Convenios o
efectuar el reparto por Orden ministerial.

las partidas impugnadas son agrupadas en varios
bloques.

En un primer grupo se incluyen varias partidas cuya
territorialización está supeditada a lo que se disponga
por Orden ministerial o a los términos en que se -esta­
blezca en un Convenio, lo que supone una vulneración
de la Constitución y el Estatuto.

El siguiente grupo de partidas se refiere a transfe­
rencias a otras Administraciones Públicas, especialmente
Universidades y Corporaciones locales, que deberían
hacerse a través de la Comunidad Autónoma, circuns­
tancia que no se refleja en las partidas aludidas. lo que
supone ingerencia del Ministerio de Educación y Ciencia
en el ámbito competencial de la Generalidad.

Se incluyen. en otro grupo, varias partidas a cargo
de las cuales las Comunidades,Autónomas no reciben
transferencia alguna ya que los fondos son gastados
en su totalidad en el área gestionada directamente por
el Ministerio de Educación y Ciencia; la solución correcta
para estos CoiTceptoS sería su eliminación como parte
de la financiación condicionada y su inclusión en el
cálculo de la fórmula financiera que determina la finan­
ciación' incondicionada, aunque transitoriamente podría
admitirse la financiación condicionada territorializada.
. Se impugnan, por último, las trans,ferencias que el
Consejo Superior de Deportes efectúa a Universidades
y Comunidades Autónomas y que se plasman en los
Conceptos 441,454, 455, 456 y 751 de aquel Orga­
nismo; la recurrente iñvoc;a su competencia exclusiva
en materia de deporte yacio. arto 9.29 Estatuto de Auto­
nomía de Cataluña y la posible exigencia de la firma
de un Convenio. El respeto a la previsión estatutaria impo­
ne el incremento de la financiación incondicionada con
los recursos resultantes de la supresión dé'estas partidas
y, \ln su defecto. la territori~ación en los propios
presupuestos.

d) También han de ser territorializadas las partidas
que se impugnan de la Sección 19, Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social. referentes a Cooperativas y' Socie­
dades Anónimas laborales, ya que Catalu-l\a dispone de
competencia ejecutiva de la legislación del Estado en
materia de trabajo y de competencia exclusiva en materia
de cooperativas. -

Con relación a las pa.rtidas que se impugnan del
servicio 08, relativas a ayudas a jubilaciones de traba­
jadores, se aduce el título competencial del art. 11.2
del Estatuto de Autonomía, de Cataluña en relación
al 149.1.7 C.E.; a pesar de ello, la Generalidad no par­
ticipa en su gestión, a diferencia de otras Comunidades
titulares de competencias idénticas en materia laboral.
Los- mismos arguTDentosse reiteran en la impugnación
del Concepto 481 del mismo Servicio, que aparece por
vez primera en los Presupuestos para 1990.

e) Con relación a las partidas que se impugnan de
la Sección 21 del Ministerio de Agricultura, Pesca y Ali­
mentación, recuerda la Generalidad que los numerosos
conflictos de competencia interpuestos contra disposi­
c;iones normativas estatales en esta materia pretendían
reaccionar contra la práctica de la Administración del
Estado consistente ¡ln extender el alcance de su com­
petencia de dirección general de la economía a toda
medida de fomento en materia de agricultura. sustra­
yendo así de la competencia autonómica toda capacidad
de establecer una política propia en el sector; la invasión
competencial por los Presupuestos desconoce la com-
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petencia exclusiva de la Comunidad Autónoma en agri­
cúltura y ganadería y las competencias en materia de
pesca; no es por ello legítimo qué la Administración cen­
tral se reserve la competencia para decidir la cuantía,
el destino y la tramitación de las ayudas y subvenciones
ni. que se mantengan centralizadas las partidas corres­
pondientes en una materia sobre la que el Estado úni­
camente conserva un títuhcompetencial genérico y hori­
zontal. Debe reiterarse que la plena tutela de los derechos
de la Gener.alidad no puede alcanzarse sólo a través de
la impugnación de la normativa estatal sobre la gestión
de las subvenciones, siendo preciso impugnar también
la centralización operada por las partidas presupues­
tarias.

Respecto de las partidas contenidas en el Servicio
07. Programa 712 D.. Conceptos 771 y 773. se reiteran
los motivos de impugnación expresados en el recurso
presentado contra la Ley de Presupuestos para 1989.

Las partidas de los Organis'mos 1"06, 109. 203 Y 04,
Programas 542 F. 712 D, 533 A Y 712 C que se impug­
nan están destinadas a la concesión de las ayudas pre­
vistas en el Real Dec"i'eto 808/1987. de .19 de junio,
parJ' la aplicación del Reglamento CEE 797/1985, del
Consejo; en atención a las competencias de la Gene­
ralidad. no es adecuado que estas partidas aparezcan
consignadas centralizadamente reservando su gestión
al Ministerio de Agricultura, ya sea directamente. ya sea
por el intermedio dellCONA y ell.R.Y.DA

La Generalidad ha Interpuesto el conflicto positivo
de competenc;:ias núm. '1.389/87 contra los arts.
20.1.2.3y4. 23. 24.2 y 3. 25. 29 y 41.1 del Real
Decreto 808/198.7. de19 de junio, solicitando que se
declare la competencia de la GElneralidad sobre la mate­
ria.y ha presentado también senc:jos requerimientos de
incompetencia contra la Orden de 1 de octubre de 1988
y la de 26 de diciembre de 1988. No se cuestiona que
el Estado pueda c:jestinar parte de sus recursos a financiar
las ayudas para la mejora de las estructuras agrarias
establecidas en el Reglamento CEE 797/1985 mediante
su previsión en la Ley de Pcesupuestos; por tanto. en
relación con tales ayudas, el Estado puede establecer
en sus Presupuestos las cantidades globales que corres­
pondan, que deberán ser transferidas a las Comunidades
Autónomas también con carácter global, de forma que
las CC.AA. integren los fondos en las partidas de ingresos
de sus propios Presupuestos y determinen. en su caso,
las condiciones concretas de otorgamiento de las ayu­
das.

Deberían también territorializarse los Conceptos 780
y 781 del P.rograma 712 G sobre compensación de ren­
tas y mejora del hábitat rural del Servicio de Extensión
Agraria, así como los Conceptos 776 y 777, del mismo
Programa, dell.R.Y.D.A. Consideraciones idénticas se for­
mulan respecto de las partidas impugnadas relativas a
sanidad vegetal y animal; aunque el procedimiento segui­
do en la práctica produce un resultado parecido a la
territorialización, ésta no tiene su amparo en la Ley de
Presupuestos, por lo que se solicita que la Ley recurrida
contemple directamente la necesaria territo,rialización.

Procede también la territorialización del Concepto
772. Programa 712 A, Servicio 09, destinada al fomento
de enti,dades asociativas para el desarrollo de ,la agroin­
dustria. así como del Concepto 77 1 del Programa 712 C.
del Organismo 104. sobre fomento de la utilización de
semillas y plantas de vjvero. Con relacióri al Concepto
778 del Programa 712 A. Servicio 04, aunque se reco­
noce que en la práctica se respeta la territorialización.
ehtiende que la asignación a las Comunidades Autóno­
mas debe efectuarse directamente en la Ley de Presu­
puestos; idéntica alegación se efectúa respecto de los
Conceptos 472 y 771 del Programa 712 C. Servicio
04. Se solicita, asimismo, la territorialización del Con-

cepto 482. Programa 712-A, Organismo 108 y del Con­
cepto 470. Programa 712 E. Organismo 205. Con rela­
ción, por último. a los Conceptos 773 y 775, Programa
712 C, Servicio 04, se pretende que la territorialización
de hecho tenga constancia formal· en la Ley de Pre­
supuestos.

f) De las partidas correspondientes al Ministerio de
Cultura, tras efectuar diversas consideraciones sobre el
alcance de los arts. 149.2 C.E. y 9.4 E.A.C., impugna
diversos conceptos relativos a archivos y museos ampa­
rándose en la atribución competencial explícita que
sobre estas materias otorga el Estatuto. Impugna asi­
mismo varias partidas relacionadas con el libro invocan­
do a tal efecto las competencias en el campo de la indus­
tria que resultan de los arts. 9.4 y 12.2 del Estatuto
de Autonomía de Cataluña. Con relación a las partidas
impugnadas sobre cinematografía. se alegan también
sus competencias en materia de industria y se solicita
su territorialización por no haber sido posible toda:
vía la firma del Convenio previsto en el Real Decre-
to 1.010/1981. .

g) Del Presupuesto del'Minister,io de Transportes,
Turismo y Comunicaciones se impugna la partida corres­
pondiente a las «ayuc;las para subvencionar el tipo de
interés en los créditos para la renovación del parque
de vehículos destinados al servicio público del transporte
por carretera en las condiciones que se determinen regla­
mentariamente»; se invoca a tal efecto la competencia
exclusiva de la Generalidad sobre el transporte por carre­
tera que transcurra íntegramente por el territorio de la
Comunidad Autónoma y se solicita la territorialización
del concepto presupuestario' según criteríos objetivos.

h) Se impugnan también diversas partidas incluidas
en la Sección 26. Ministerio de Sanidad· y Consumo.
Tras. dar por reproducidos los razonamientos expuestos
en el recurso presentado contra la Ley de Presupúestos
del Estado para 19a9, destaca las siguientes causas de
impugnación: 1) mediación del INSALUD, que gestiona
directamente la 'parte destinada a los servicios centra­
lizados y efectúa .Ia transferencia de las cantidades
correspondientes a las Comunidades Autónomas con
servicios transferidos; la intermediación del INSALUD
provoca incertidumbre presupuestaria a las CC.AA. que
han de gestionar los programas sanitarios desconocien­
do el importe real que van a recibir, complica extrema­
damente la gestión en perjuicio de las ciudadanos y.resul­
ta innecesaria y no ajustada al' orden competencial esta­
blecido. 2) las' partidas impugnadas deberían definir
solamente las características' esenciales en la medida
en que impliquen tlna aplicación de las bases fijadas
por el Estado y deben consignarse en los Presupuestos
Generales del Estado de forma territorializada y según
criterios de población protegida o población afectada.
3) formalización de Convenios como condición para
hacer efectivas las transferencias a las Comunidades
Autónomas, lo que en ocasiones es aprovechado por
el Estado para introducir determinadas cláusulas. La
demanda clasifica las partidas impugnadas en cuatro
bloques. '

Respecto del primer grupo de partidas, correspon­
dientes a la materia de sanidad interior (asistencia psi­
quiátrica y salud mental, detección de virus del SIDA.
asistenci'lreligiosa católica en sus centros hospitalarios.
formación continuada de personal sanitario,asistencia
sanitaria de afectados por el síndrome tóxico, entre

-otras), se considera que debieran ser objeto de terri­
torialización y distribución c!e acuerdo con criterios obje­
tivos entre las Comunidades Autónomas con competen­
cias transferidas sin la mediación deIINSALUD.
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En un segundo bloque se integran varias partidas
destinadas a becas para formación y perfeccionamiento
sanitario. compensaciones a laboratorios. cursos de esto­
matología. formación de personal sanitario. formación
de higienistas y protésicos dentales. trasplantes de órga­
nos entre otras); este grupo de partidas se impugnan
porque subvencionan directamente a instituciones y
familias sin ánimo de lucro cuando en realidad debieran
territorializarse objetivamente y transferirse a las Comu­
nidades Autónomas para que sean gestionadas y dis­
tribuidas por estas últimas.

El tercer grupo de partidas. reféridas a salud pública
y promoción de la salud (Servicio 02. Programa 126
F; Servicio 09. Programa 413 A. Conceptos 226.04.
226.07.226.10.226.11.226.12.226.13.226.14; Ser­
vicio 10. Programa 313 G. Conceptos 451 a 456 inclu­
sive) se impugnan porque la Ley de Presupuestos ha
ignorado a la Generalidad en la asignación de estos fon­
dos que parecen destinados a ser gestionados en exclu­
siva por los órganos centrales del Estado.

Se impugna. por último. un cuarto grupo de partidas.
del Servicio 09. programa 413 A. Conceptos 450 a 459
inclUSive y el Concepto 751. por entender que al amparo
de la titularidad estatal para la coordinación general de
la sanidad no se pueden vaciar de contenido las com­
petencias de la Generalidad en materia de sanidad inte­
rior y porque tampoco se deberían condicionar estas
transferencias a la form,lIización de Convenios impuestos
por el Ministerio.

i) Con relación a las partidas del. presupuesto de
los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Asun­
tos Sociales. se invoca la competencia exclusiva en mate­
ria de «asistencia sociah. reconocida por el arto 9.25 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña.

De la Sección 19. Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social. se impugna la partida correspondiente a trans­
ferencias a la Seguridad Social para prestaciones socio­
económicas derivadas de la Ley de Integración Social
del Minusválido. por entender que la mencionada dota­
ción debe distribuirse y asignarse directamente a' las
Comunidades Autónomas.competentes mediante crite­
rios objetivos de población sin introducir la mediación
deIINSERSO.

De la Sección 27. Ministerio de Asuntos Sociales se
impugnan los Conceptos 451 y 457 del Programa 313
L. Servicio 03: el Concepto· 486 de mismo Programa
y Servicio;· los Conceptos 481 y 782 del Programa 313
L. Servicio 01; del Servicio 03. Programa 313 L el Con­
cepto 481; del Servicio 01. el Concepto 723 del Pro­
grama 311 A y el Concepto 721 del Programa 313
L y los Conceptos 454 y 481 del Programa 313 D del
Servicio 04.

Se impugna también la partida prevista en Presupues­
to de la Seguridad Social. INSERSO. Función 3. Servicios
Sociales. Grupo de Programa 35; Transferencias a las
Comunidades Autónomas por los servicios sociales asu­
midos. Concepto 450.2: A Cataluña; dando por repro­
ducidos los argumentos expuestos en los recursos pre­
sentados contra las Leyes de Presupuestos de 1988
y 1989.

Al amparo de su competencia exclusiva sobre juven­
tud (art. 9.26 EA.C.). la Generalidad impugna diversos
conceptos del Programa 323 A sobre promoción y ser­
vicios a la juventud. criticando el requisito del ámbito
estatal o nacional que se requiere de las asociaciones'
juveniles para disfrutar de estas subvenciones; a su
entender. la Administración estatal debería limitarse a
promover las relaciones juveniles internacionales y las.
relaciones entre Comunidades Autónomas; el resto del

.presupuesto del Instituto de la Juventud deberia asig­
narse como transferencia a las Comunidades Autónomas

con competencia en la materia; se solicita. asimismo.
la territorialización de diversas partidas correspondientes
al Instituto de la Mujer. invocando a tal efecto la com­
petencia reconocida por el art. 9.27 del Estatuto de Auto­
nomía de Cataluña en materia de .«promoción de la
mujer)}.

j) Con relación al presupuesto del Ministerio de
Industria y Energía. comienza la recurrente señalando
sus competencias en materia de industria. artesanía.
energía y minas: en concreto. se impugnan diversas par­
tidas relacionadas con el Plan Electrónico e Informático
Nacional (P.E.I.N.). inversiones sobre conservación de la
energía. investigación y desarrollo tecnológico de la
minería. fomento de la investigación en la industria far­
macéutica. promoción de la calidad industrial. apoyo a
la pequeña y mediana empresa. desarrollo de energías
renovables. subvenciones relativas al fomento de la mine­
ría y al Plan de Electrificación Rural.

C) También son objeto de impugnación diversos
preceptos del articulado de la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado para 1990.

a) Se impugnan los apartados 3 y 4 del art. 11de
la Ley 4/1990 sobre financiación de diversas obliga'
ciones y gastos del Instituto Nacional· de la Salud así
como la parte de la liquidación anual de Comunidades
Autónomas con gestión transferida correspondiente a
las desviaciones producidas por el abono de tales obli­
gaciones; según la recurrente. los citados preceptos otor­
gan un trato completamente distinto al Instituto Nacional
de la Salud y a las Comunidades Autónomas que. como
Cataluña. tienen plenamente transferidos los servicios
de sanidad y prestaciones sanitarias de la Seguridad
Sociaf; de acuerdo con estas disposiciones las Comu­
nidades Autónomas continuarán sin poder participar.
dentro del ejercicio presupuestario y de forma automá­
tica en las desviaciones presupuestarias deIINSALUD;
el diferente trato que los preceptos impugnados otorgan
al INSALUD y a las Comunidades Autónomas «con ges­
tión transferida.. es discriminatorio y conculca los arts.
14. 138 y 156.1 C.E. en relación con el art. 17 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña. que proclaman el
principio de igualdad. la obligación del Estado de garan­
tizar la realización efectiva del principio de solidaridad
y la autonomía financiera de las Comunidades Autóno­
mas: los apartados 3 y 4 del art. 11 constituyen. por
otra parte. una clara infracción al principio de suficiencia.
implícito en el bloque constitucional. al no garantizar
los recursos suficientes para la prestación de los servicios
sanitarios asumidos por la Generalidad. Considera ade­
más la recurrente que los preceptos impugnados cons­
tituyen ull claro exceso de las competencias reservadas
al Estado en el arto 149.1.17 C.E.· por entender que
lo dispuesto en este último precepto en relación con
el art. 17.2 y 4 del Estatuto de Autonomía de Cataluña
legitimaría la asunción por la Generalidad de toda la
gestión financiera. patrimonial y económica de la Segu­
ridad Social desarrollada en el territorio de Cataluña.

b) La Generalidad extiende su impugnación al
art. 40 de la Ley de Presupuestos del Estado para 1990
que fija la cuantía mensual de laspensiones asistenciales
y el límite de edad de los ·beneficiarios en el caso de
ayudas por ancianidad. Como el precepto ahora impug­
nado coincide en lo sustancial con el art. 45 de la Ley
de Presupuestos para 1989. la recurrente reitera los
argumentos previamente expuestos en el recurso contra
la Ley últimamente citada.

cl Se impugna. asimismo. la disposición final décima
de la expresada Ley por la que quedan suprimidas como
corporaciones de Dereého público las Cámaras Oficiales
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de la Propiedad Urbana y el Consejo Superior de las
mismas, y faculta al Gobierno para que regule el destino
del patrimonio y personal de las mismas.

La Generalidad aduce su competencia exclusiva en
materia de Cámaras de la Propiedad reconocida por el
art. 9.22 del Estatuto de Autonomía de Cataluña; La
disposición impugnada no puede encontrar cobertura
en el arto 149.1.18 C.E. por exceder manifiestamente
la competencia estatal sobre las bases; en realidad, la
norma cuestionada, al ordenar la supresión y desapa-·
rición de las Cámaras, abate la figura e impide a las
Comunidades Autónomas que ejerzan su competencia;
incurre, por ello, en la prohibición a que aluden las SSTC
32/1981, 1/1982 Y 5/1982, entre otras, puesto que
es inconstitucional dictar normas básicas con tal grado
de desarrollo «que dejen vacío de contenido la correlativa
competencia de desarrollo legislativo»; en el presente
caso. el Legislador impide a.las Comunidades Autónomas
que desarrollen la actividad normativa para la que son
competentes y en la que deben poder formular «opciones
diversas», pues ha desaparecido la materia sobre la que
estas opciones podrían ser ejercidas; la competencia
básica no habilita al Estado para eliminar un ámbito mate­
rial, el de las Cámaras oficíales de la Propiedad Urbana,
objeto de una reserva explícita en el Estatuto de Auto­
nomía de Cataluña, pues ello equivale a producir una
modificación implícita del Estatuto de Autonomía al mar­
gen de los mecanismos constitucionalmente previstos.
Por lo tanto, la citada disposición final décima incurre
en un vicio de inconstitucionalidad por contener un exce­
so en el ejercicio de la competencia estatal, que deter­
mina una intromisión ilegítima en el ámbito competencial
propio de las Comunidades Autónomas.

En este orden de consideraciones, se plantea también
la inconstitucionalidad del apartado 2 de la citada dis­
posición final; en opinión de la recurrente, la intervención
normativa de la Administración estatal, a que se refiere
el apartado al. no tiene carácter indispensablemente
complementario de la normativa legal básica y excede
los límites de. la competencia básica estatal al prever
la régulación en detalle de la materia e impedir el desarro­
llo de la competencia exclusiva de la Generalidad; a su
vez, el apartado b) debe considerarse inconstitucional
pues no cabe disponer del destino del personal de las
Cámaras si la desaparición de éstas es inconstitucional.

Por otra parte. la supresión de las Cámaras de la
Propiedad Urbana como corporaciones de Derecho públi­
co es una decisión que manifiestamente excede del
ámbito competencial propio de las Leyes de Presupues­
tos; la disposición impugnada comporta una decisión
de estricto carácter organizativo que carece de una rela­
ción directa con el núcleo esencial reservado a la orde­
nación de las Leyes de Presupuestos y en consecuencia
no pueden incluirse en éstos; la exclusión de la materia
de organización administrativa del ámbito de las Leyes
de Presupuestos resulta no sólo de la Ley 10/1983.
de 16 de agosto. sino también. en el presente caso,
del art. 52 C.E., que sujeta a la Ley ordinaria la regulación
de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana. Ade­
más, la Ley de Presupuestos. tanto por su vigencia limi­
tada en el tiempo como por las peculiaridades de su
tramitación, no es la norma adecuada para contener las
bases de una materia y, en consecuencia. no puede modi­
ficar el régimen de reparto de competencias entre el
Estado y las Comunidádes Autónomas. Por todo ello.
procede declarar la incons~itucionalidad de la citada dis­
posición final décima.

d) Se impugna, por último, la disposición adicional
vigésima segunda de la citada Ley de Presupuestos, que
atribuye a los Consorcios de Zonas Francas las facultades
·de «promover, gestionar y explotar los bienes integrantes

de su patrimonio... para contribuir a la dinamización eco­
nómica de su respectiva área de influencia». Contra la
citada disposición se aducen dos órdenes de argumen­
tos. De una parte, se alega la inidoneidad de la Ley de
Presupuéstos para incorporar una norma, como la ahora
cuestionada, de naturaleza organizativa de las Adminis­
traciones Públicas que pretende modificar el ámbito de
actuación de los consorcios, por lo que se remite a las
consideraciones vertidas a propósito de la disposición
final décima. De otra, se aduce la inconstitucionalidad
del propio contenido de la disposición impugnada; en
este sentido, la disposición adicional vigésima segunda
extiende el ámbito de actuáción competencial y territorial
de los Consoréios, que viene precisado en sus normas
reguladoras. utilizando unos conceptos. «área de influen­
cia» y «dinamización económica», de tal imprecisión y
amplitud que permiten dar cualquier contenido a las
actuaciones de los Consorcios; de esta forma. se infringe
el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 C.E.). Se trata.
por tanto, de un precepto que está donde no debiera
y dice lo que no debe, lo que determina su inconsti­
tucionalidad o cuando menos justifica el interés de la
Generalidad por una Sentencia aclaratoria que acote los
límites en los que puede inoverse la actuación legislativa
del Estado al regular estas entidades consorciales a la
vista de las competencias que corresponden a la Gene­
ralidad de Cataluña en materia urbanística y en materia
de industria conforme a los arts. 9.9 y 12.1.2 del Estatuto
de Autonomía de Cataluña.

D) Concluye su escrito suplicando de este Tribunal
Constitucional dicte Sentencia que declare la inconsti­
tucionalidad de los arts. 11, apartados 3 y 4, y 40, dis­
posición adicional vigésima segunda y disposición final
décima de la Ley de Presupuestos Generales del Estado
para 1990. así como de las partidas. programas. con­
ceptos o artículos presupuestarios impugnados, decla­
rando según proceda, a la vista de las competencias
que concurran en cada caso. bien que deben incorpo­
n¡rse en la parte proporcional que corresponda a la finan­
ciación incondicionada, bien que deben ser objeto .de
territorialización y distribución de acuerdo a criterios
objetivos y a las competencias asumidas entre las dis­
tintas Comunidades Autónomas competentes y en su
caso también con la Administración del Estado para la
parte del territorio en que conserve la gestión de los
servicios, y la Generalidad de Cataluña; que tal territo­
rialización debe efectuarse siempre que sea posible en
los Presupuestos Generales del Estado, sin la interven­
ción o intermediación de otros órganos u organismos
centrales y sin someter la efectiva transferencia de los
recursos presupuestarios relacionados a la suscripción
de Convenios con la Administración del Estado u Orga­
nismos que de él dependen; que las partidas. programas.
conceptos o artículos presupuestarios relacionados
deben consignarse dírectamente a favor de la Genera­
lidad en la proporción adecuada y aplicando criterios
objetivos, y que solamente en los casos en que por razo­
nes estrictamente técnicas la territorialización solicitada
no sea factible en la propia Ley de Presupuestos, y siem­
pre que tenga amparo competencial la posterior inter­
vención de la Administración del Estado para proceder
a su distribución. que se consignen las correspondientes
partidas a favor de las Comunidades Autónomas com­
petentes como transferencias corrientes o de capital y
en ningún caso directamente a favor de órganos cen­
trales del Estado; y finalmente. en cuanto al Concepto
«450.2 A Cataluña, importe 8.940,096 miles de pesetas
del Presupuesto de la Seguridad Social. INSERSO. Fun­
ción 3 Servicios Sociales. Grupo de Programas 35. Trans­
ferencias a CC.AA. por los Servicios Sociales asumidos»
declare que la territorialización efectuada, en lo que con-
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cierne a la Generalidad, es inadecuada por insuficiente
al haberse practicado de forma improcedente la deduc­
ción de una serie de partidas de la base de cómputo
consistente en el Presupuesto global del INSERSO que
debe ser objeto de. reparto, declarando también que
resulta improcedente por insuficiente el porcentaje de
participación aplicado a la Generalidad de Cataluña. Por
medio de otrosí, manifiesta dejar al· mejor criterio de
este Tribunal la acumulación del presente recurso a los
recursos de inconstitucionalidad núms. 542/88 y
573/89 relativos a los Presupuestos Generales del Esta­
do para 1988 y 1989 Y reitera su aceptación anticipada
de la decisión que adopte el Tribunal sobre este particular
cualquiera que sea su sentido.

3. Mediante providencia de 22 de octubre de 1990,
la Sección Primera del Pleno de este Tribunal acordó
admitir a trámite el recurso de inconstitucionalidad pro­
movido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña, dar traslado de la demanda al Congreso de
los Diputados y al Senado, por conducto de sus Pre­
sidentes, y al Gobierno, por conducto del Ministerio de
Justicia, al objeto de que pueqa perSonarse en el pro­
cedimiento y formular alegaciones, oír al Abogado del
Estado para que exponga lo que estime procedente acer­
ca de la acumulación de este recurso con lo·s ya acu­
mulados núms. 542/88 y 573/89 Ypublicar la incoación
del recurso en el «Boletín Oficial del Estado».

4. Por escrito de 30 de octubre de 1990, el Pre­
sidente del Senado rogó que se tuviera por personada
a la Cámara en el procedimiento y ofreció su colabo­
ración a los efectos del arto 88.1 LOTC. Mediante escrito,
de 6 de noviembre de 1990, el Presidente del Congreso
de los Diputados comunicó que el Congreso no se per­
sonará en el procedimiento ni formulará alegaciones y
ponia a disposición del Tribunal las actuaciones de la
Cámara que pudiera precisar

5. Mediante escrito de 8 de noviembre de 1990,
el Abogado del Estado solicitó prórroga del plazo para
alegaciones. Concedida la prórroga por providencia de
la Sección Primera, de 12 de noviembre de 1990, el
Abogado del Estado presentó su escrito de alegaciones
el día 26 de noviembre de 1990.

Comienza el representante del Gobierno de la Nación
fijando el objeto del proceso. El recurso se dirige, en
primer lugar, contra diversas partidas presupuestarias;
la recurrente pretende que el Tribunal Constitucional
declare la inconstitucionalidad de las partidas, pero esa
declaración de inconstitucionalidad no habría de desem­
bocar en un pronunciamiento invalidatorio ex arto 39
LOTC, porque lo que se solicita del Tribunal es que decla­
re bien que esas partidas deben incorporarse a la finan­
ciación incondicionada, bien que deben ser objeto de
territorialización que debe efectuarse en los Presupues­
tos Generales del Estado: pero esta pretensión resulta
inadmisible porque este Tribunal carece de jurisdicción
para examinarla y sólo cabe solicitar de él un pronun­
ciamiento sobre la adecuación o inadecuación de los
preceptos impugnados a la Constitución.

El Abogado del Estado formula algunas críticas al
planteamiento del recurso; al poner de manifiesto la insu­
ficiente financiación, la demanda está planteando. una
discrepancia política sobie el sistema vigente de finan­
ciación autonómica razonando con argumentos que, en
última instancia, remiten a un criterio de oportunidad
política y no de legitimidad constit'llcional: tampoco el
Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera, de
7 de noviembre de 1986, puede erigirse en parámetro
válido de control; por otra parte, la demanda no distingue
con precisión la autorización presupuestaria en materia
de gasto público y la autorización o compromiso de gas-

to; la distinción, sin embargo, es relevante porque las
consignaciones presupuestarias carecen de eficacia
externa fuera del aparato administrativo estatal y, en
consecuencia, no cabe imputarles la violación de las
competencias autonómicas; por esta razón, los créditos
consignados en los estados de gastos no son objeto
idóneo para el planteamiento del recurso de incons­
titucionalidad.

La consignación presupuestaria de créditos para sub­
venciones encuentra cobertura constitucional en dos títu­
los sustantivos: a) la competencia de ordenación y direc­
ción general de la economía del art. 149.1.13 C.E., que
se refiere no sólo al sistema económico globalmente
considerado, sino que se proyecta en cada uno de los
sectores de la economía, lo que permite la concurrencia
de la competencia general del Estado con las aparen­
temente más específicas competencias exclusivas de las
Comunidades Autónomas; esta cláusula de reserva jus­
tifica la legitimidad constitucional de un buen número
de conceptos presupuestarios, tales como el Concepto
771 del Programa 712 D del Servicio 07 de la Sección
21, o el Concepto 771 del Programa 542 E del Servicio
13 de la Sección 20; b) en otras ocasiones, las con­
signaciones presupuestarias encuentran su justificación
constitucional en la competencia del Estado para garan­
tizar la igualdad en el ejercicio de los derechos a que
se refiere el arto 149.1.1 C.E.; este precepto cumple una
función habilitante de competencias estatales conexas
con posiciones jurídicas fundamentales y se constituye
en el principal instrumento del Estado para garantizar
la uniformidad de las condiciones de vida en el territorio
nacional; la citada norma constitucional dota de cober­
tura a muchas partidas presupuestarias, entre ellas los
ConCeptos 451 y 457 ael Programa 313 L del Servicio
03 de la Sección 27, o el Concepto 425 del Programa
31 3 A del Servicio 11 de la Sección 19.

El recurso se dirige, también, contra determinados
preceptos del articulado de la Ley de Presupuestos. Los
apartados 3 y 4 del art. 11 de la Ley no producen el
efecto discriminatorio que les atribuye la demanda; un
examen atento del apartado 3 excluye ese pretendido
efecto discriminatorio: a su vez, el apartado 4 consagra
una excepción al régimen general establecido en el art.
150.3 de la Ley General Presupuestaria, excepción que
se refiere al procedimiento de financiación y no al
momento temporal en que aquella habrá de producirse.
Los mencionados preceptos tampoco vulneran el orden
constitucional de competencias, en concreto no exceden
de la competencia reservada al Estado en el art. 149.1.17
C.E., porque, como ha señalado este Tribunal, son com­
petencia exclusiva del Estado las facultades de distri­
bución temporal y espacial de las disponibilidades dine­
rarias de la Seguridad Social (STC 124/1989).

Por su parte, el art. 40 de la Ley 4/1990, en cuanto
se limita a establecer la cuantía mínima de las pensiones
asistenciales en todo el territorio nacional. encuentra su
justificación en los arts. 149.1.13 y 149.1.1 en relación
con el art. 50, todos de la C.E., y no impide a la Comu­
nidad Autónoma de Cataluña ejercitar sus competencias
en materia de asistencia social (arts. 148.1.20 C.E. y
9.25 E.A.C.).

La recurrente impugna la disposición adicional vigé­
sima segunda alegando la in idoneidad de la Ley de Pre­
supuestos para contener una norma de esta naturaleza;
pero este argumento carece de consistencia porque la
disposición impugnada es una medida de política eco­
nómica, pues la autorización que en ella se concede
lo es «para contribuir a la dinamización económica de
su respectiva área de influencia». Por otra parte, la soli­
citud expresada por la recurrente de una Sentencia inter­
pretativa o aclaratoria es inadmisible porque la emana-
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ción de una Sentencia de este género'no puede ser
objeto de una pretensión de los recurrentes.

Con relación a la disposición final décima. por la que
se suprimen como corporaciones de Derecho público
las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana. comienza
el Abogado del Estado poniendo de relieve la similitud
de los rasgos fundamentales de estas entidades con los
de las Cámeras Agrarias cuya constitucionalidad fue e'xa­
minada en las SSTC 132/1989 y 139/1989. Es cierto
que el arto 9.22 del Estatuto de Autonomía de Cataluña'
atribuye a la Generalidad la competencia exclusiva en
materia de Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana.
pero esta competencia es asumida con estricto respeto
a las reservas competenciales comprendidas en la lista
del arto 149.1.1 CE En su opinión. al suprimir las Cáma­
ras de la Propiedad Urbana como corporaciones de Dere­
cho público. las Cortes se han mantenido dentro de la
reserva competencial pertinente. A la vista de la juris­
prudencia constitucional sobre las bases que el Estado
puede dictar al amparo del arto 149.1.18 C.E.• debe con­
cluirse que a (ortiari será básica la decisión de crear
una nueva categoría de corporaciones; y si crear una
categoría de corporaciones es decisión básica. igualmen­
te lo será suprimirla; a la supresión de las Cámaras de
la Propiedad Urbana como corporaciones de Derecho
público nO es óbice la inclusión expresa de estas Cáma­
ras en el arto 15.1 de la Ley 12/1983. del proceso auto­
nómico. bastando para demostrarlo remitirse a los fun­
damentos jurídicos 9.° y 23 de la STC 132/1989.

Rechaza. asimismo. los argumentos alegados contra'
el apartado 2 de esta misma disposición final. Respecto
del apartado a). consIdera aplicable a las Cámaras de
la Propiedad Urbana la doctrina plasmada en el funda­
mento jurídico 29 de la STC 132/1989 según la cual
tiene naturaleza básica la finalidad que se asigna con
carácter general al patrimonio y medios de las Cámaras
que se disuelven; por ello. es básica la letra a) del
ap. 2 de la disposición final décima en cuanto se ciñe
a establecer las grandes líneas de la distribución del
patrimonio de i;Js Cámaras y permite a las Comunidades
Autónomas desarrollar y adaptar a sus peculiares .con­
diciones las normas estatales básicas; se trata. además.
de bienes y derechos que se integran en la Hacienda
estatal o autonómica. por lo que no puede entenderse
inapropiada la inclusión del precepto en la Ley de Pre­
supuestos. A su vez. el apartado b) se limita a ordenar
la integración del personal. de las Cámaras en la Admi­
nistración Autonómica. lo que constituye una decisión
básica amparada en el arto 149.1.18 C.E.. ya que se
endereza a lograr una homogeneidad de situaciones que
impida discriminaciones injustificadas dentro del perso­
nal procedente de las citadas Cámaras. pero deja al cri­
terio de la Comunidad Autónoma los medios para realizar
esa integración; por lo demás. la decisión de intregar
nuevo personal tiene incidencia en los gastos públicos.
lo que justifica su inclusión en la Ley de Presupuestos.

Concluye su escrito solicitando que se dicte Sentencia
desestimando totalmente el recurso de inconstituciona­
lidad. Por medio de otrosí. solicita que se ordene la acu­
mulación del presente recurso de inconstitucionalidad
a los registrados con los núms. ,542/88 y 573/89.

6. Mediante escrito registrado de entrada el día 26
de febrero de 1991. el Abogado de la Generalidad de
Cataluña solicita que se tenga por desistido parcialmente
al Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña en
el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.280/90 en
lo relativo. a las siguientes partidas: De la Sección 27.
Ministerio de Asuntos Sociales (MAS). el Servicio 03.
Dirección General de Acción Social. Del Programa 313 L
Servicios Sociales del Estado. el Concepto 451 "Para

el desarrollo de prestaciones básicas de servicios socia­
les» (Plan concertado sobre la red básica de servicios
sociales). Del Presupuesto de la Seguridad Social
(PGE-1990). Función 3. Servicios Sociales. Concepto de
Programa 35: Transferencias a CC.AA. por los servicios
asumidos. Concepto 450.2: a Cataluña. importe
8.940.096 miles de pesetas. Sección 27. Ministerio de
Asuntos Sociales. Servicio 03. Dirección General de
Acción Social. Programa 313 L Servicios Sociales del
Estado. Concepto 457 "Para proyectos propios o con­
certados con CC.AA.». Servicio O1. Ministerio. Subse­
cretaría y Servicios Generales. Programa 3 13 L Servicios
Sociales del Estado. Concepto 481. Para los fines de .
interés social regulados en el arto 2 del Real Decreto
825/1988. de 15 de julio. Servicio O1. Ministerio. Sub­
sepretaría y Servicios Generales. Programa 313 L Ser­
vicios Sociales del Estado. Concepto 782. Transferencias
de Capital para fines de interés social según arto 2 del
Real Decreto 825/1988. de 15 de julio. Sección 27.
Ministerio de Asuntos Sociales. Servicio 03. Dirección
General de Acción Social. Programa 313 L Servicios
Sociales del Estado. Concepto 481 A. ISFL de ámbito
estatal para financiar inversiones. Sección 27. Ministerio
de Asuntos Sociales. Servicio O1. Ministerio. Subsecre­
taría y Servicios Sociales. Programa 311 A. Dirección
y Servicios Generales de Seguridad Social y Protección
Social. Transferencias entre subsectores. Concepto 723.
Al INSERSO para Programas 'de cooperación para la
supresión de barreras arquitectónicas.- Sección 27. Minis­
terio de Asuntos Sociales. Servicio 04. Dirección Gene'ral
de Protección Jurídica del Menor. Programa 313 D.• Pro­
tección del Menor. Concepto 454. Desarrollo de Aten­
ción a primera infancia por CC.LL mediante Convenios
Programa con CC.AA. Sección 27. Ministerio de Asuntos
Sociales. Servicio 04. Dirección General de Protección
Jurídica del Menor. Programa 313 D. Protección del
Menor. Concepto 481. Para financiar actuaciones sobre
menores por instituciones sin fines de lucro. Concepto
721. del Servicio 01. Programa 313 L "Subvención al
INSERSO. para financiar su plan de inversiones».

7. Por providencia de la Sección· Primera de este
Tribunal. de 27 de febrero de 1991. se acordó dar tras­
lado al Abogado del Estado para que exponga lo que
estime procedente acerca del desistimiento parcial efec­
tuado por la Generalidad. El Abogado el Estado. en escri­
to registrado de entrada el día 6 de marzo de 1991.
manifestó que nada tiene que oponer al desistimiento
parcial formulado erí relación con las partidas presupues­
tarias expresadas y solicitó que se dicte auto aceptando
"el desistimiento acordado por el Consejo Ejecutivo de
la Generalidad de Cataluña.

Mediante providencia de 21 de marzo de 1991. el
Pleno acuerda que sobre. el desistimiento formulado «se
resolverá en la Sentencia que en su día pronuncie el
Tribunal en el pr~sente recurso de inconstitucionalidad».

8. Por providencia de 1O de septiembre de 1992.
el Pleno acordó. en virtud de lo dispuesto en el arto 84
LOTC. conceder a las partes el plazo de diez días para
que aleguen lo que estimen oportuno acerca de la inci­
dencia que sobre el presente recurso de inconstitucio­
nalidad pueda. tener la STC 13/1992. de 6. de febrero.
Por medio de escrito registrado el 18 de septiembre

. de 1992. el Abogado del Estado solicita una ampliación
extraordinaria del plazo. comprometiéndose a trasladar
inmediatamente al Tribunal el Acuerdo del Consejo de
Ministros que al efecto recaiga. A su vez. la Abogado
de la Generalidad de Cataluña. mediante escrito regis­
trado el 23 de septiembre de 1992. solicita que se prGrro­
gue el plazo de diez días concedido por la providencia
de 10 de septiembre de 1992. Por providencia de 23
de septiembre de 1992. la Sección Primera de este Tri-
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bunal acuerda prorrogar en cinco días más el plazo que
se había concedido a la representación procesal del Con­
sejo Ejecutivo de la Generalidact de Cataluña. Mediante
providencia. de 30 de septiembre de 1992. la Sección
Primera de este Tribunal acuerda conceder al Abogado
del Estado una ampliación de treint" días más del plazo
que se' había acordado en el pmveído de 10 de
septiembre. '

9. La Abogada de la Generalidad presentó su e,scrito
de alegaciones el 7 de octubre de 1992. En él. tras
enumerar los lifigios, planteados POr la Generalidad de
Cataluña ante el Tribunal Constitucional íÍn materia de
fomento. destaca la importancia de la STC 13/1992
«llamada a constituir un verdadero hito. un qbligado pun­
to de referencia en todo examen o estudio que se hiciese
de la potestad subvencional del gasto público». y-en
la que se establecen unos criterios muy precisos con
los que poder regular, y gestionar en el futuro las sub­
venciones. Todo parecía indicar que se cerraba' uno de
los grandes capítulos de la conflictividad competencial;
sin embargo. parece que de poco ha servido el esfuerzo
demostrado por el Tribunal al elaborar una Sentencia
que podía haber sido definitiva. En efecto. recientemente
la Generalidad de Cataluña ha planteado varios reque­
rimientos. contra diversas órdenes del Ministerio de
Industria. Comercio y Turismo. que establec.en subven­
ciones en materias de la competencia exclusiva de la
Generalidad. y que revelan una lectura sesgada de la
doctrina del Tribunal; resulta por ello necesario un nuevo
pronunciamiento del Tribunal Constitucional que resuel­
va con la mayor brevedad posible el recurso planteado.
Recuerda. además. que en el recurso presentado contra
la Ley 4/1990 se impugnaron no sólo diversas partidas
presupuestarias. sino también varios artículos concretos
de la Ley que no constituyeron objeto de los recursos
presentados contra las Leyes de Presupuestos de 1988
y 1989 y sobre las que, en consecuencia, no ha recaído
pronunciamiento de la STC 13/1992, por lo que el litigio
no puede darse por solucionado; sólo aquellos supuestos
en que existe coincidencia con las partidas impugnadas
en la Ley de Presupuestos Generales del Estado de 1988
o 1989, y que ya se mencionaban expresamente en
el escrito de interposición del recurso, podrían enten­
derse resueltas en aplicación de la doctrina establecida
en la STC 13/T992. Concluye su escrito solicitando que
se tenga por subsanado el error material contenido en
el escrito de interposición "del recurso, en el sentido de
considerar que toda referencia a la disposición adicional
décima debe entenderse efectuada a la disposición final
décima.

10. El Abogado del Estado pre'sentó sus alegaciones
en escrito que quedó registrado de enl'rada el día 29
de octubre de 1992. Comienza transcribiendo el Acuer'
do adoptado por el Consejo de Ministros el día 23 de
octubre de 1992. En el punto primero del citado Acuerdo
se indica que, de los preceptos objeto del recurso, úni­
camente el arl. 40'de la Ley 4/1990, relativo a la deter­
minación inicial de las pensiones asistenciales" se
encuentra afectado por la doctrina contenida en la STC
13/1992; en congruencia con la citada doctrina, se esti­
ma que carecen de fundamento las pretEmsiones de la
Generalidad de Cataluña en relación con el mencionado
precepto. En el punto segundo, expone detalladamente
la forma en que la citada Sentencia incide en las diversas
partidas presupuestarias objeto de recurso.

Expone, a continuación, el.Abogado del Estado una
serie de reflexiones adicionales a las previamente for­
muladas en su anterior escrito de alegaciones a propósito
de la incidencia de la STC 76/1992 sobre la impug­
nación de la disposición adicional vigésima segunda de
la Ley de Presupuestos Generallls del Estado para 1990.

En el fundamento jurídico 4.0 la Sentencia últimamente
citada recapitula la doctrina sobre los límites materiales
de las Leyes de Presupuestos, exigiendo para que la
regulación por Ley de Presupuestos de una materia dis­
tinta a su núcleo mínimo, necesario-e indisponible sea
constitucionalmente legítima «que esa n:rateria tenga
relación directa con los gastos e ingresos que integran
el presupuesto o con los criterios de política económica
de la que ese presupuesto es el instrumento y que, ade­
más, su inclusión en dicha Ley esté' justificada, en el
sentido de que sea un complemento ,necesario para la
mayor inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución
del presupuesto y, en general. de la política económica
del Gobierno». ' '

La doctrina expuesta se apoya en una doble línea
argumental. Una primera, de carácter procedimental.
considera la restricción de las competencias del Poder
Legislativo en la aprobación de la Ley de Presupuestos,
como se desprende de los apartados 1.0 ,6.0 y 7.0 del
arl. 134 C.E. y de los Reglamentos de las Cortes. Pero
estos preceptos constitucionales se aplican a cualesquie­
ra proyectos, proposiciones o enmiendas que impliquen
aumento de gasto o disminución de ingresos, no sólo
a las enmiendas a la Ley de Presupuestos; la recta apli­
cación del arl. 134.6 C.E. y de los arts. 133.3 y 4 del
Reglamento del Congreso y 149.2 y 151 del Reglamento
del Senado exige diferenciar, cuando se debate la Ley
de Presupuestos, qué enmiendas suponen aumento dé '
crédito o gasto o disminución de ingresos, y qué enmien­
das no; cuando se está en el último caso no serán de
aplicación ,los preceptos citados; en resumen, no habrá
restricción alguna para el examen, enmienda y aproba­
ción de los preceptos incluidos en la Ley de Presupuestos
cuando no se produzca el reseñado aumento de gastos
o disminución de ingresos. Si se examinan los restantes
preceptos que los reglamentos de ias Cámaras dedican
a la Ley de Presupuestos se observa que tales préceptos
carecen de virtualidad restrictiva. y sólo la tienen orde­
nadora o adaptativa: preferencia de trámite" debate de
totalidad en el Congreso para fijar cuantías globales, étc;
con la regulación contenida en los Reglamentos de las
Cámaras no se ve qué restricción podría imponerse al
examen, enmienda y aprdbación de la disposición adi­
cional vigésima segunda de la Ley de Presupuestos Gene­
rales del Estado para 1990, o de cualquiera de las res-
tantes disposiciones adicionales impugnadas. .

La segunda línea argumental se construye en torno
a la función constitucional de la Ley de Presupuestos
(arts. 66.2 y 134.2 C.E) que resulta desvirtuada por la
incorporación de normas típicas del Derecho codificado
que además vulneraría la seguridad jurídica. Pero la fun­
ción constitucional asignada a una Ley no obliga al Legis­
lador a no desbordar ese contenido típico, siendo lícito
aprovechar una Ley para modifiCar otras más o menos
relacionadas con ella. Por otro lado, la relación con los
ingresos y gastos o con los criterios de política eco­
nómica es un concepto vago o impreciso, que difícil­
mente puede valer como criterio para diferenciar entre
lo que pueda lícitamente' incluirse en la Ley de Presu­
puestos y lo que no. Tampoco está claro qué deba enten­
derse exactamente por «Derecho codificado» y cuales
sean sus normas «típicas)). '

11 . Por providencia de 30 enero de 1996, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 1 de febrero del mismo año.

11. Fundamentos jurídicos

, . La Generalidad de Cataluña impugna en este
recurso determinadas partidas presupuestarias y varios
preceptos de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Pre­
supuestos Generales del Estado para 1990. Por lo que
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a la impugnación de las partidas presupuestarias se refie­
re. el recurso guarda una evidente conexión sustancial
con los recursos de inconstitucionalidad 542/88 y
573/89, que fueron resueltos por la STC 13/1992, hasta
el punto de que algunos de los conceptos ahora impug­
nados son m!lra reproducción literal de los que cons­
tituyeron objeto de los citados recursos. Debemos por
ello remitirnos, con carácter general. a las considera­
ciones'doctrinales expuestas en la Sentencia últimamen­
te citada, en especial en los fundamentos jurídicos 4.°
a 11, que damos aqui por reproducidos; por la misma
razón, y para evitar reiteraciones innecesarias, cuando
el contenido de las partidas presupuestarias. de la Ley
4/1990; ahora impugnadas, coincida con el de las enjui­
ciadas en la STC 13/1992 nos liinitaremos a efectuar
una remisión al correspondiente fundamento jurídico de
dicha SeRtencia.

Antes de examinar las alegaciones formuladas,
hemos de dar respuesta a la cuestión del desistimiento
parcial de la Generalidad de Cataluña en relación con
la impugnación de las partidas presupuestarias de la Ley
4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del
Estado para 1990, que han quedado reseñadas en el
epígrafe 6 de los Antecedentes. .

Dado que el Abogado del Estado, en representación
del Gobierno de la Nación, ha solicitado expresamente
que se acepte el desistimiento formulado y, apreciadas
las circunstancias del presente procesO, no se advierten
razones de interés público que aconsejen lo contrario,
resulta procedente acceder a lo solicitado y tener por
desistida parcialmente a la Generalidad de Cataluña en
la prosecución del recurso de inconstituCionalidad contra
las citadas normas de la Ley de Presupuestos.

- 2. La razón última de las concretas impugnaciones
que la representaciónde la Generalidad de Cataluña adu­
ce frente a determinadas partidas de la Ley de Presu­
puestos Generales del Estado para 1990, destinadas a
subvenciones de fomento en ámbitos o sectores de la
política económica o social en que aquella Comunidad
Autónoma ha asumido la competencia exclusiva, reside
en que no se ha llevado a,cabo en ellas la correspon­
diente «territorialización» de los fondos y su distribución
para la gestión descentralizada entre las diferentes
Comunidades Autónomas con competencias en la mate­
ria, lo cual. a su juicio, lesiona su autonomía financiera
(art. 15.6.1 C.E. y art. 1.1 de la L.O.F.C.A.) -de gasto,
en este caso- condición indispensable de ·Ia autonomía
política garantizada por la Constitución (art. 2 C.E.).

Reconocida y declarada parla STC 13/1992, fun­
damentos jurídicos 7.° Y 9.°, la exigencia de.la «terri­
torialización» de los fondos presupuestarios, destinados
a subvenciones en los Presupuestos Generales del Esta­
do entre las distintas Comunidades Autónomas, esto es,
su transferencia efectiva a éstas de modo que puedan
disponer prontamente de los mismos sin más condicio­
namientos que los que se deriven del ejercicio de las
competencias estatales en la materia.. Lo que se debate
además, en suma, es si esa «territorialización, en aquellos
caSOS en que la gestión de los fondos corresponda a
las Comunidades Autónomas, ha de llevarse a cabo en
o dentro de los propios Presupuestos Generales del Esta­
do, como pide la Generalidad de Cataluña (aunque admi­
tiendo «si ello fuera posible y en su defecto, procediendo
a su territorialización durante el ejercicio con la mayor
antelación posible») o, por el contrario, en un momento
posterior, de acuerdo con lo dispuesto por el arto 153
de la L.G.P. como señala el Abogado del Estado.

En la antes citada STC 13/1992, fundamento jurí­
dico 9.°, hemos declarado que la técnica más acorde
y respetuosa con la autonomía política· y financiera de
las Comunidades Autónomas es que esa territorialización

se realice directamente en los propios Presupuestos
Generales del Estado, consignándose como transferen­

- cias, corrientes o de capital, a las Comunidades Autó- '
nOmas en las correspondientes Secciones, Servicios y.
Programas del estado de gastos.

Ahora bien, añadimos entonces, «de ello no se sigue
necesariamente la inconstitucionalidad de las mismas,
(partidas presupuestarias), siempre que por normas
inmediatamente posteriores o por Convenio ajustado a
~os principios constitucionales y reglas de distribución
de competencias, los fondos en cuestión se distribuyan
efectivamente entre las Comunidades Autónomas com­
petentes para gestionarlos».

Por otra parte, 'en su escrito de demanda la 'repre­
sentación de la Generalídad de Cataluña no ha aportado
argumentación alguna que nos permita concluir que
dicha territorialización podía lIeyarse a cabo en la propia
Ley de Presupuestos Generales del Estado.

Analizarllmos a continuación las partidas impugnadas
de los Presupuestos Generales del Estado para 1990.

A) De la Sección 13 (Ministerio de Justicia).

Servicio 04 (Dirección General de Instituciones Peni­
tenciarias). Programa 313 C. Prestaciones de asistencia
social. Concepto 482: Transferencias corrientes a fami­
lias e instituciones sin fines de lucro para atenciones
de los internos; liberados y familiares. Programa 144 A
(Centros e Instituciones Penitenciarias). Concepto 480:
Transferencias corrientes a instituciones y centros para
atención a drogodependientes.

Las partidas mencionadas coinciden con las recogi­
das en el fundamento jurídico 13 A) b) ya). respec­
tivamente, de la STC 13/1992, al que nos remitimos.

B) De la Sección 16 (Ministerio del Interior).

Servicio 04 (Dirección General de Protección Civil).
Programa 223 A (Protección Civil), Concepto 461: Trans­
ferencias corrientes a Corporaciones locales para aten­
ciones de todo orden motivadas por siniestros, catás­
trofes u otras de. reconocida urgencia; Concepto 482:
Transferencias corrientes. a familias e instituciones sin
fines de lucro para at~nciones de todo orden motivadas
por siniestros, catástrofes, u otros de reconocida urgen­
cia; Conceptos 761 y 782: Transferencias de capital a
Corporaciones locales y a familias e instituciones sin fines
de lucro para los mismos fines.

Por las razones expuestas en el fundamento jurídico
13 B) de la "STC 13/1992, nada hay que objetar a la
inclusión de las partidas reseñadas en los Presupuestos
Generales del Estado. .,

C) De la Sección 18 (Ministerio de Educación y
Ciencia). "

• a) Servicio O1 (Ministerio, Subsecretaría y Servicios
Generales). Programa 421 A (Dirección y Servicios Gene­
rales de la Educación). Concepto 481: Transferencias
corrientes a familías e instituciones sin fines de lucro
«para las que se acuerden por orden ministerial».

Como decíamos en el fundamento jurídico 13 O), a)
de la STC 13/1992, la ambigüedad del concepto es
tal que no es posible saber ni siquiera si procede o no
la territorialización de la partida. El Estado mantiene la
competencia plen"a en materia de enseñanza en buena
parte del territorio nacional. por lo que hay que entender
que la dotación se refiere válidamente sólo a fines que
el Estado pretenda alcanzar en su ámbito de com­
petencia.

b) Servicio O1. Programa 421 A. Concepto 482:
Transferencias corrientes a- familias e instituciones sin
fines de lucro para pago de indemnizaciones por acci­
dentes escolares.
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Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D). b) de la STC 13/1992.

c) Servicio 05 (Dirección General de Personal y Ser­
vicios). Programa 422 B (Educación General Básica). Con­
cepto 4B2: Transferencias corrientes a la Conferencia
Episcopal para hacer efectiva la ense.ñanza de la religión
católica en los colegios públicos de Educación General
Básica.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D). c) de la STC 13/1992.

d) Servicio 06 (Secretaría de Estado de Universi­
dades e Investigación): Programa 422 D. (Enseñanzas
Universitarias). Concepto 442: Transferencias corrientes
para atenciones extraordinarias a todas las universi­
dades.

Como ya dijimos en el fundamento jurídico 13 D) e)
de la STC 13/1992. la rotundidad de la expresión del
Concepto presupuestario. que se refiere «a todas las Uni­
versidades». no deja lugar a dudas respecto de su alcan­
ce. debiendo entenderse incluidas también las de Cata­
luña. Por ello. la consignación centralizada de la partida"
presupuestaria ha de reputarse inconstitucional. debien­
do territorializarse asignando la parte correspondiente
a la Generalidad para su distribución entre las Univer­
sidades de Cataluña.

e) Servicio 06. Programa 422 D. Concepto 486:
Transferencias corrientes a las Universic;lades para pre­
paración de proyectos de formación en nuevas tecno­
logías dentro del Programa COMEn.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D) f) de la STC 13/1992.

f) Servicio 09 (Secretaría de Estado de Educación).
Programa 442 O (Nuevas tecnologías aplicadas a la Edu­
cación). Concepto 470: Transferencias corrientes a
empresas privadas para subvencionar el desarrollo del
software educativo.

La partida no puede considerarse inconstitucional por
las razones expuestas en el fundamento jurídico 13 D) g)
de la STC 13/1992.

g) Servicio 10 (Direcdón General de Renovación
Pedagógica). Programa 421 B (Perfeccionamiento del
Profesorado de Educación). Concepto 450: Transferen­
cias corrientes a Comunidades Autónomas para activi­
dades de perfeccionamiento del profesorado.

Esta partida reproduce otra de idéntico contenido
recogida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado
para 1989. declaradaconstitucional con la salvedad indi­
cada en el fundamento jurídico 13 D) h) de la STC
13/1992.

h) Servicio 10. Programa 421 B. Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin'
fines de lucro. A los movimientos de Renovación Peda­
gógica.

Como ya indicamos en el fundamento jurídico 13
D) i) de la STC 13/1992. la partida presupuestaria no
incurre. de por sí. en extralimitación competencial
alguna.

i) Servicio 10. Programa 422 E(Educación Especial).
Concepto 480: Transferencias corrientes a familias e ins­
tituciones sin fines de lucro para ayudas "a entidades
prodisminuidos.

La impugnación debe desestimarse por los motivos
expuestos en el fundamento jurídico 13 D) j) de la STC
13/1992.

j) Servicio 10. Programa 542 G (Investigación Edu­
cativa). Concepto 451: Transferencias corrientes a

Comunidades Autónomas para realización de proyectos
de investigación educativa.

Por las razones indicadas en el fundamento jurídico
13 D) k) de la STC 13/1992. la impugnación de esta
partida carece de todo fundamento; dicho sea con inde­
pendencia de las normas que regulen la distribución de
fondos.

k) Servicio 10. Programa 542 G. Concepto 440;
Transferencias corrientes a Universidades para realiza­
ción de proyectos de investigación educativa.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D)k) de la STC 13/1992.

1) Servicio 11 (Dirección General de Centros Esco­
lares). Programa 321 c) (Apoyo a otras actividades esco:
lares). Concepto 482: Transferencias corrientes a las
Federaciones y Confederaciones de Asociaciones de
Padres de Alumnos en que aquéllos se Integren; Con­
cepto 485: Fomento de la representación de los centros
docentes no universitarios.

Por su identidad con las partidas recogidas en la Ley
de Presupuestos Generales del Estado para 1989. resulta
aplicable '10 establecido en el fundamento jurídico 13
D) 1) de la STC 13/1992.

11) Servicio 11. Programa 422 F (Enseñanzas artís-'
ticas).

Concepto 480: Transferencias corrientes a familias
e instituciones sin fines de lucro. para subvenciones a
conservatorios de música.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí-
dico 13 D) 11) de la STC 13/1992. "

m) Servicio 11. Programa 422 c) (Enseñanzas
Medias). Concepto 484: Transferencias corrientes a fami­
lias e instituciones sin fines de lucro. para las Comu­
nidades Religiosas por su colaboración en C.E.1.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D) m) de la STC 13/1992.

n) Servicio 12 (Dirección General de Formación Pro­
fesional Reglada y Promoción Educativa). Programa 321
C (Apoyo a otras actividades ·escolares). Concepto 482:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro para ayudas a actividades de alumnos.
Concepto 488: ldem. para Programa de inserción pro­
fesional.

Resulta aplicable lo ya dicho en el fundamento jurídico
13 D) n) de la STC 13/1992.

ñ) Servicio 12. Programa 422 j) (Educación com­
pensatoria). Concepto 451: Transferencias corrientes a
Comunidades" Autónomas para el Programa de Educa­
ción Compensatoria. "

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D) ñ) de la STC 13/1992.

o) Servicio 12. Programa 422 j). Concepto 460:
Transferencias corrientes a Corporaciones locales para
subvencionar actividades de educación compensatoria.

La impugnación debe ser desestimada por las razones
expuestas en el fundamento jurídico 13 D) o) de la STC
13/1992.

p) Servicio 12. Programa 422 j). Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias para subvencionar
actividades de educación compensatoria.

La impugnación debe desestimarse por los motivos
expuestos en el fundamento jurídico 13 D) p) de laSTC
13/1992.

q) Servicio 12. Programa 422 K (Educación Perma­
nente y a Distancia no Universitaria). Concepto 461:
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Transferencias corrientes a Corporaciones locales para
educación de adultos.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 D) q) de la STC 13/1992.

r) Servicio 12. Programa 4.22 K. Concepto 480:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro, a entidades colaboradoras de EPA (Edu­
cación Permanente de Adultos).

Debe aplicarse lo establecido en el fundamento jurí-­
dico 13 D) r) de la STC 13/1992.

s) Organismo 18.101 (Consejo Superior de Depor­
tes). Programa 457 A (Fomento y Apoyo de las Acti­
vidades Deportivas). Concepto 489: Transferencias
corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro,
para Instituciones Penitenciarias y Fuerzas de Seguridad
del Estado para material deportivo y actividades.

Esta partida reproduce otra de idéntico contenido
recogida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado
para 1989, declarada constitucional en los términos fija­
dos en el fundamento jurídico 13 O) s) de la STC
131.1992.

t) Organismo 18.101 (Consejo Superior de Depor­
tes). Programa 457 A (Fomento y Apoyo de las Acti­
vidades Deportivas). Concepto 441: Transferencias
corrientes a Universidades para programas físico-depor­
tivós. Concepto 454: Idem a Comunidades Autónomas
para participar en programas deportivos nacionales con­
vocados por el Consejo Superior de Deportes. Concepto
455: Idem a Comunidades Autónomas para desplaza­
miento de participantes en competicioñes estatales. Con­
cepto 456: Idem a Comunidades Autónomas para gastos
de funcionamiento de nuevos centros de enseñanza
deportiva y alto rendimiento. Concepto 751: Transferen­
cias de capital a Comunidades Autónomas para cons­
trucción y adaptación de nuevos centros de enseñ,anza
deportiva y alto rendimiento.

La Generalidad impugna por vez primera estas par­
tidas fundándose en su competencia exclusiva en mate­
ria de deporte yacio (arl. 9.29 Estatuto de Autonomía
de Cataluña) y en el hecho de que en la práctica se
pueda exigir la firma de un Convenio con la Adminis­
tración Central para disponer de los fondos corres­
pondientes.

La impugnación debe ser desestimada. Con relación
al Concepto 441. el tenor literal de la partida permite
sostener que se refiere a las Universidades sobre las
que ejerce competencias el Estado. Respecto de los res­
tantes Conceptos. no cabe desconocer que el Estado
ostenta competencias sobre determinadas materias. sin­
gularmente educación y cultura. que pueden incidir tam­
bién sobre el deporte; todo ello sin perjuicio de las com­
petencias especificas que la Ley 10/1990, del Deporte.
atribuye al Estado. en especial de coordinación con las
Comunidades Autónomas respecto de la actividad depore
tiva general y apoyo. en colaboración también con las
Comunidades Autónomas. del deporte de alto nivel.

D) De la Sección 19 (Ministerio de Trabajo y Segu­
ridad Social).

a) Servicio 08 (Dirección General de Trabajo). Pro­
grama 315 A (Administración de las relaciones laboráles
y condiciones de trabajo). Concepto 483: Transferencias
corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro.
para asistencia económica extraordinaria a trabajadores.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 E) b) de la STC 13/1992.

b) Servicio 08. Programa 723 B (Reconversión y
Reindustrialización). Concepto 421: Transferencias
corri_entes a la Seguridad Social, para ayudas equiva-

lentes a la jubilación anticipada de trabajadores (mayores
de sesenta años) efe empresas acogidas a planes de
reconversión. Concepto 422: Transferencias corrientes
a la Seguridad Social. para ayudas destinadas a facilitar
la jubilación de trabajadores de empresas en crisis no
acogidos a planes de reconversión.

La pretensión de la Generalidad debe ser desestimada
por los motivos expuestos en el fundamento jurídico 13
E) a) de la STC 13/1992.

c) Servicio 08. Programa 723 B. Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro para ayudas equivalentes a la jubilación
anticip'ada de trabajadores (mayores de sesenta años)
de empresas acogidas a planes de reconversión (aceros
especiales).

La partida impugnada ofrece una evidente semejanza
con las que figuran en los Conceptos 421 y 422 del
mismo Programa y Servicio; de hecho, la recurrente con­
sidera aplicables aquí los mismos argumentos expuestos
a propósito de los citados Conceptos. La aludida similitud
conduce a la desestimación de la impugnación por las
razones detalladas en el fundamento jurídico 13 E) a)
de'la STC 13/1992.

d) Servicio 10 (Dirección General de Cooperativas).
Programa 724 A (Desarrollo cooperativo). Concepto
471: Transferencias corrientes a empresas privadas, para
asistencia técnica a cooperativas y sociedades anónimas
laborales. Concepto 475: Subvenciones a cooperativas
y sociedades anónimas laborales. Concepto 481: Trans­
ferencias corrientes a familias e instituciones sin fines
de lucro, para subvenciones a trabajadores para su incor­
poración como socios. Concepto 484: Idem. para for­
mación y promoción.

La impugnación debe ser desestimada por las razones
expuestas en el fundamento jurídico 13 E) c) de la STC
13/1992.

e) Servicio 11 (Dirección General de Régimen Eco­
nómico de la Seguridad Social). Programa 313 A (Pen­
siones y Prestaciones asistenciales). Concepto 425:
Transferencias corrientes a la Seguridad Social, Presta­
ciones socioeeconómicas Ley Integración Social de
Minúsvalidos.

La impugnación no puede ser estimada por las razo­
nes expuestas en el fundamento jurídico 13 E) d) de
la STC 13/1992.

El De la Sección 20 (Ministerio de Industria y
Energía).

a) Servicio 03 (Secretaría General de la Energia y
Recursos Minerales). Programa 731 F (Normativa y
desarrollo energético). Concepto 772: Transferencias de
capital a empresas privadas. para financiar obras de elec­
trificación en zonas insuficientemente dotadas e inver­
siones en mejora de la calidad del servicio eléctrico.

Se impugna esta partida porque. a diferencia d-e ejer­
cicios anteriores en que los fondos destinados a estas
atenciones aparecían consignados como transferencias
de capital a Comunidades Autónomas, en los presupues­
tos para 1990 se ha procedido a centralizar la partida.
lo que predetermina que su gestión corresponde al Minis­
terio de Industria que la distribuye directamente a las
empresas privadas.

La impLlgnación no puede ser estimada. La naturaleza
de las actividades a financiar. en especial la electrifi­
cación en zonas insuficientemente dotadas. permite su
encaje en las bases de la planificación general de la
actividad económica que el arl. 149.1.13 C.E. atribuye
en exclusiva al Estado, por lo que nada tiene de extraño
que en los Presupuestos Generales del Estado se con­
signen los créditos correspondientes al Ministerio del
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ramo, sin perjuicio de las competencias de gestión que,
en su caso, puedan ostentar las Comunidades Aufó­
nomas.

b) Setvido 05 (Dirección General de la Energia). Pro­
grama 542 E: (Investigación y Desarrollo Tecnológico).
Concepto 772: Transferencias de capital a empresas pri­
vadas para inversiones sobre conservación de la energía
(Ley 82/1980 de Conservación de Energía).

No procede declarar la inconstitucionalidad de la par­
tida en sí misma considerada por las razones que se
expusieron en el fundamento jurídico 13 F) a) de la STC
13/1992.

c) Servici.o 05. Programa 731F (Normativa y
desarrollo energético). Concepto 773: Transferencias de
capital a empresas privadas para desarrollo de energías
renovables.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí-
dico 13 F) b) de la STC 13/1992. .

d) Servicio 06 (Dirección General de MInas y de
la Construcción). Programa 542 E (citado). Concepto
773: Transferencias de capital a empresas privadas para
investigación y desarrollo tecnológico de la minería. Con­
cepto 781: Transferencias de capital a familias e ins­
tituciones sin fines de lucro para investigación y desarro­
llo tecnológico de la minería.

La inclusión de estas partidas en los Presupuestos
Generales del Estado no invade las competencias de
la Comunidad Autónoma de Cataluña por los motivos
que se expusieron en el fundamento jurídico 13 F) c)
de la STC 13/1992. .

e) Servicfo 06. Programa 741 F (Explotación mine­
ra). Concepto 772: Transferencias de capital a empresas
privadas para subvenciones ley de Fomento de la
Minería. •

Resulta aplicable lo establecido en el fundamenta jurí­
dico 13 F) d) de la STC 13/1992.

f) Servicio 12 (Secretaría· General de Promoción
Industrial y tecnología). Programa 724 B ~Apoyo a la
pequeña y mediana empresa industrial). Concepto 781:
Transferencias de capital a familias e instituciones sin
fines de lucro, para investigación y difusión de nuevas
tecnologías, formación e información tecnológica y pres­
tación de servicios técnicos a la pequeña y mediana
industria.
. Entiende la recurrente que debería territorializarse
esta partida correspondiendo a la Generalidad su con­

.creta regulación y gestión. Sin embargo, esta partida
encuentra su cobertura .enel arto 149.1.15 C.E. que atri­
buye al Estado la competencia exclusiva de fomento de
la investigación científica y técnica; como ya expusimos
en la STC 53/1988, fundamento jurídico 1.°, este título·
(el de fomento de la investigación científica y técnica)
es, como determinado en razón de un fin, susceptible
de ser utilizado respecto de cualquier género de materias
con independencia de cuál sea el titular de la compe­
tencia para la ordenación de éstas. No cabe, por tanto,
considerar que la inclusión en los Presupuestos Gene­
rales del Estado invada, las competencias de la Comu­
nidad Autónoma de Cataluña.

g) Servicio 13 (Dirección General de Electrónica y
Nuevas Tecnologías). Programa 542 E (Investigación y
desarrollo tecnológico). Concepto 771: Transferencias
de capital a empresas privadas para subvenciones en
relación con las directricestlel P.E.I.N.

.La impugnación de esta partida debe ser desestimada
por las razones expuestas en el fundamento jurídico 13
F) el de la STC 13/1992.

h) Servicio 13. Programa 542 E. Concepto 775:
Transferencias de capital a empresas privadas, plan de
fomento de la investigación en la industria farmacéutica.

Como el enunciado de la partida claramente indica,
medIante estas subvenCIones se pretende fomentar la
investigación tecnológica en el ámbito farmacéutico; en
sí misma considerada, la partida encuentra su cobertura
en el arto 149.1.15 C.E. y deben ser gestionadas de acuer­
do con las normas que lo desarrollen, siempre que éstas
sean conformes al orden constitucional de competen­
cIas. En consecuencia, su inclusión en los Presupuestos
Generales del Estado no invade las competencias de
la Comunidad Autónoma de Cataluña.

i) Servicio 14 (Dirección General de Política Tecno­
lógica). Programa 722 C (Promoción de la calidad indus­
trial). Concepto 77l: Tránsferencias de capital a empre­
sas privadas, para desarrollo y mejora de la oferta de
laboratorios de ensayo y calibración. Concepto 772:
ldem, para promoción de la calidad en la industria. Con­
cepto 773: Idem, para promoción de la gestión de la
calidad para certificación. Concepto 781: Transferencias
de capital a familias e instituciones sin fines de lucro,
para el desarrollo y mejora de la oferta de laboratorios
de ensayo y calibración. Concepto 783: Idem: para pro­
moción de la normalizaci(m y certificación. Concepto
785: ldem, para difusión de la calidad y marcas de cali­
dad. Concepto 787: Idem, para ayudas para la formación
de personal. Concepto 788: ldem, para fomento de sis­
temas de acreditación e intercomparaciones de ensayos
de laboratorios.

En este heterogéneo gruPO de partidas se engloban
diversas ayudas y subvenciones relativas a la norma­
lización de productos industriales o a la fijación de sus
características técnicas, así como al desarrollo de la cali­
dad de los productos industriales y de los medios téc­
nicos pertinentes para la constatación de que dichos
productos reúnen tales características. En consecuencia,
aunque no pueda excluirse apriorísticamente que alguna
de dichas partidas pudieran tener cobertura en la com­
petencia estatal del arto 149. 1.15C.E., lo cierto es que
las mismas parecen encajar más adecuadamente en el
ámbito material «industria... En efecto, como ya decla­
ramos en la STC 203/1992, en el núcleo fundamental

. de esta materia se incluyen, entre otras, además de las
actividades destinadas a la ordenación de los sectores
industriales. aquellas. otras incardinadas a la «regulación
de los procesos industriales o:de fabricación y, más pre­
cisamente, en la submateria de seguridad industrial. las
actividades relacionadas con la seguridad de las insta­
laciones y establecimientos industriales y la de los pro­
cesos industriales y los productos elaborados en las mis­
mas.. (fundamento jurídico 2.°). La Constitución, sin
embargo, silencia toda referencia a este concreto sector
material en sus arts. 148 y 149 C.E., por lo que el Estatuto
catalán, en virtud de lo dispuesto en el primer inciso
del arto 149.3 C.E.. atribuye a la Generalidad la com­
petencia exclusiva sobre industria «de acuerdo con las
bases y la ordenación de la actividad económica general
y la política monetaria del Estado... (art. 149.1.13 Y 11,
respectivamente), y «sin perjuicio.de lo que determinen
las normas del Estado por razones de seguridad, sani­
tarias o de interés militar, y las normas relacionadas con
las industrias que estén sujetas a la legislación de minas,
hidrocarburos y energía nuclear.. (art. 12.1.2 E.A.C.).

Pues bien, excluida la posibilidad de actuación del
Estado con base en el arto 149.1.13 y 11 C.E., pues
como ya ha afirmado este Tribunal ,<las actividades de
normalización y homologación de productos industriales
no pueden considerarse incluidas en la materia de
planificación' general de la actividad económica
(art. 149.1.13 C.E.).. (STC 313/1994, fundamento
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jurídico 6.°), se hace evidente que las posibles facultades
estatales respecto de estas partidas habrían de ceñirse.
a lo sumo. a las puramente normativas mencionadas
en el arto .12.1.2 E.A.C. Por tanto, ha de concluirse reco-

. nociendo que en este ámbito material. relativo a la cali­
. dad industrial. la ejecución corresponde a las Comuni­
dades Autónomas; máxime cuando este Tribunal ya ha'
tenido la oportunidad de subrayar que «el Estado carece
de facultades ejecutivas en materia de industria y. en
concreto. de seguridad industrial en todo el territorio'
nacional» (STC 243/1994, fundamento jurídico 3.°).

Las partidas, por consiguiente. deben ser territoria­
lizadas y distribuidas entre las Comunidades Autónomas.
por lo que su consignación centralizada en los Presu­
puestos ha de estimarse inconstitucional.

F) Ele la SecCión 21 (Ministerio de Agricultura. Pesca
y Alimentación).

a) Servicio 07 (Dirección General de Ordenación
Pesquera). Programa 712 D (Mejora de la estructura
productiva agraria y pesquera). Concepto 771: Trans­
ferencias de capital a empresas privadas para apoyo a
la construcción. modernización y reconversión de la flota'
pesquera; Concepto 773: Transferencias de capital a
empresas privadas para .arrecifes artificiales.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) a) de la STC 13/1992.

b) Servicio 04 (Dirección General de la Producción
Agraria). Programa 712 A) (Organización en común de
la producción. y comercializaCión agraria y pesquera).
Concepto 778: Transferencias de capital a empresas pri­
vadas, para fomento del gsociacionismo agrario a
través de ayudas nacionales. Programa 712 B) (Sanidad
vegetal y animal). Concepto 772: Transferencias de capi­
tal a emprelias privadas. para defensa sanitaria de los
animales y sus producciones. 'Concepto 781: ldem, a
familias e instituciones sin fines de lucro. para prevención
y lucha contra agentes nocivos. Programa 712 C) (Me­
jora de los sistemas de producción agraria y pesquera).
Concepto 472: Transferencias -corrientes. para subven­
cionar a empresas por compensación de precios del
gasóleo agrícola. Concepto 771: Transferencias de capi­
tal a empresas privadas. para ordenación y regulación
del empleo de medios de producción agraria. Concepto
776: Idem. para fomento de la producción forestal.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) c) de la STC 13/1992.

c) Servicio 04. Programa 712 C. Concepto 773:
Transferencias de capital a empresas privadas. para'
reconversión de cultivos. Concepto 775: ídem. para
fomento del cultivo de leguminosas-pienso y otras pro-
teaginosas. .

El contenido de estas partidas coincide con las con­
signadas en la Ley de Presupuestos para 1989 en él
Programa 712 D. Concepto 773 y Programa 7·12 C.
Concepto 775. respectivamente. que fueron analizados
en el fundamento jurídico 13 G) c) de la STC 13/1992.
Decíamos entonces que ¡¡stas dotaciones deben ser ges­
tionadas por las Comunidades Autónomas en virtud de
sus competencias sobre agricultura, señalando la con­
veniencia de que, por esa razón. se reflejen en los Pre­
supuestos Generales del Estado como transferencias a
las Comunidades Autónomas, en su caso, con indicación
de sus fines específicos. Como ya indicara en su recurso
contra la Ley de Presupuestos para 1989, también ahora
la Generalidad de Cataluña reconoce que existe una terri­
torialización de hecho. lo que testimonia que la circuns­
tancia de no ,eseñarse en los Presupuestos como trans­
ferencias a Comunidades Autónomas no impide la terri-

torialización posterior y, por ende, no determina la
inconstitucionalidad de las partidas en sí mismas.

d) Servicio 09 (Dirección General de Industrias Agra­
rias y Alimenticias). Programa 712 A (Organización en
común de la producción y comercialización agraria y
pesquera). Concepto 772: Jransferencias de capital a
empresas privadas. para fomento de entidades asocia­
tivas para el desarrollo de la agroindustria. Programa
712 E (Comercíalización. industrialización y ordenación
alimentaria). Concepto 771: Transferencias de capital

. a empresas privadas para ordenación y fomento de. la
industrialización agroalimentaria. ,

Resulta aplicable lo establecido' en el fundamento jurí­
dico 13 G) d) de la STC 13/1992.

e) Organismo 104 (Instituto Nacional de Semillas
y Plantas de Vivero). Concepto '771: Transferencias a
empresas privadas. para fomento de la utilización de
semillas y plantas de vivero de calidad.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) e). de la STC 13/1992.

f) Organismo 106 (Servicio de Extensión Agraria).
Programa 542 F (Investigación y Experimentación Agra­
ria y Pesquera). Concepto 480: Transferencias corrientes
a familias e instituciones sin fines de lucro. subvenciones
a familias e instituciones sin fines de lucro colaboradoras
que imparten enseñanzas regladas y ocupacionales de
formación y capacitación agrarias.

Como señala el Abogado del Estado. esta partida
refunde en un solo concepto las que figuraban en el
año 1989 bajo los Conceptos 485. 486. 488 y 489.
Resulta. en consecuencia. aplicable lo establecido en el
fundamento jurídico 13 G) f) de la STC 13/1992.

g) Organismo 106. Programa 712 D (Mejora de la
estructura productiva agraria y pesquera). Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro, para ayudas a la formación profesional
en cursos y estancias. .

Como indica el Abogado del Estado, esta partida
refunde las que figuraban como Conceptos 483 y 484
del Programa 712 A del Presupuesto para 1989; resulta,
por lo tanto, aplicable lo establecido en el fundamento
jurídico 13 G)f) de la STC 13/1992.

h) Organismo 106. Programa 712 D. Concepto 482:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucró, para ayudas al fomento de la contabilidad
y de las agrupaciones de gestión, de ayuda mutua y
de sustitución.

Como señala el Abogado del. Estado. esta partida
refunde las que figuraban como Conceptos 480 y 482
del Programa 712 A del Presupuesto de 1989; en con­
secuencia. es de aplicación lo establecido en el funda­
mento jurídico 13 G) f) de la STC 13/1992.

i) Organismo 106. Programa 542 F (Investigación
y Experimentación Agraria y Pesquera). Concepto 470:
Transferencias corrientes a empresas privadas. subven­
ciones a empresas privadas colaboradoras que imparten
enseñanzas regladas y ocupacionales de formación y
capacítación agraria.

La partida ahora impugnada guarda similitud con las
que fueron objeto de examen en el fundamento jurídico
13 G) f) de la STC 13/1992; debemos. por ello. remi­
tirnos a lo que allí se expuso. .

j) Organismo 106. Programa 712 D. Concepto 771:
Transferencias de capital a empresas privadas, ayudas
a la gestión y racionalización productiva de las explo­
taciones y a las inversiones colectivas simultáneas. Con­
cepto 772: Transferencias de capital a empresas pri-
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vadas, ayudas a agricultores jóvenes para su instalación
y modernización de sus explotaciones.

Las partidas ahora enjuiciadas tienen la misma fina­
lidad que las reseñadas, para el mismo organismo, en
el Programa 712 A. Concepto 482 y en el Programa
712 D. Concepto 772, respectivamente, del Presupuesto
para 1989, y que fueron objeto de consideración en
el fundamento jurídico 13 "G) f) de la STC 13/1992;
debemos por ello, remítirnos a los razonamientos y con­
clusión alli expuestos.

.k) Organismo 106. Programa 712 G (Compensación
de rentas y mejo~a del hábitat rural). Concepto 780:
Transferencias de capital a familias e instituciones sin
fínes de lucro, acciones comunitarias para mejora del
equipamiento rural en zonas de montaña y equiparables.
Concepto 781: Transferencias de capital a familias e
instituciones sin' fines de lucro, acciones comunitarias
para mejora del equipamiento rural en zonas no de mon­
taña ni equiparables.

Corno señala el Abógado del Estado, el Concepto
780 se ha formado por refundición de los Conceptos
782, 784 y 785, del Programa 712 A del Presupuesto
de 1989; por su parte, el Concepto 781 coincide con
el Concepto 783 del Programa 712 A del Presupuesto
de 1989; las citadas partidas del Presupuesto para 1989
fueron enjuiciadas en el fundamento jurídico 13 G) f)
de la STC 13/1992, por lo que ahora hemos de dar
por reproducidas las conclusiones allí expuestas.

1). Organismo 108.(lnstituto de Relaciones Agrarias).
Programa 7.12 A (Organización en común de la produc­
ción y comercialización agraria y pesquera). Concepto
482: Transferencias corrientes a instituciones sin fines
de lucro, a organizaciones profesionales agrarias y otras
entidades asociativas.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) g) de la STC 13/1992.

11) Organismo 109 (Instituto Nacional de. Reforma
y Desarrollo Agrario). Programa 712 D (Mejora de la
estructura productiva agraria y pesquera). Concepto 771:
Transferencias de capital a empresas privadas para ayu­
das con destino a la modernización de explotaciones.
Programa 712 G (Compensación de rentas y mejora del
hábitat rural). Concepto 776: Transferencias de capital,
a empresas privadas para compensación de rentas por
limitaciones naturales en zonas desfavorecidas. Concep­
to 777: ídem, para compensación de rentas por limi­
tación de producción (abandono temporal. jubilación
anticipada, ayuda a la renta).

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) h) de la STC 13/1992.

m) Organismo 203 (ICONA).Programa 533 A (Pro­
tección y mejora del medio natural). Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
ánimo de lucro, subvenciones a entidades o asociaciones
cuyos fines se ajusten a los principios inspiradores de
la Ley de Conservación de Espacios Naturales y de la
Fauna y Flora Silvestres.

Respecto de esta partida, así como en relación con
el grupo de partidas que a continuación se analizará,
aduce la Generalidad que está destinada a la concesión
de las subvenciones previstas en el Real Decreto
808/1987, de 19 de junio, por el que se establece un
sistema de ayudas para la mejora de la eficacia de las
estructuras agrarias. De ahí que, aun cuando no deje
de mencionar, sin mayor concreción, que alguna de las
líneas de ayuda previstas en dicho Decreto pueda incidir
en el ámbito competencial acotado por el art. 149.1.23
G.E., el núcleo de su argumentación verse sobre. las com-

petencias que, en materia de agricultura y ganadería,
le atribuye el arto 12.1.4 E.A.C.

Sin embargo, la lectura del citado Decreto no viene
sino a corroborar la apreciación inicia,1 que ya cabía inferir
con claridad de la propia rúbrica de la partida presu­
puestaria debatida, a saber, que es el cemedio ambiente..
el sector material directamente afectado. En efecto, por
más que el Real Decreto 808/1987 tuviera como obje­
tivo genérico la mejora de las es.tructuras agrarias, la
concreta actividad subvencional relacionada con esta
partida perseguía· como finalidad prioritaria la salvaguar­
da del medio ambiente. Así, preveía ayudas para fomen­
tar prácticas de producción agrarias cecompatibles con
las exigencias de la protección del medio naturah>, al
objeto de ceconservar o mejorar su medio ambiente en
zonas sensibles.. (art. 35.1), entendiendo por tales, cedes~

de el punto de vista del medio ambiente, aquellas zonas
que revistan un interés reconocido desde el punto de
vista ecológico a-del paisaje.. (art. 35.2); y, en fin, imponía
como condición para la recepción de las ayudas que
no se intensificase la producción agraria, así como que
la carga ganadera y la intensidad de la producción agraria
fueran cecompatibles con las necesidades específicas del
medio ambiente del paraje que se trate.. (art. 35.3).

Una vez enmarcada la partida impugnada en el ámbi­
to material apropiado, es necesario proseguir recordando
que, conforme al arto 149.1.23 C.E., el Estado tiene com­
petencia exclusiva para promulgar la legislación básica
sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de
las facultades de las Comunidades Autónomas de esta­
blecer normas adicionales de protección. Al amparo del
título competencia! expuesto, se aprobó la Ley 4/1989,
de 27 de marzo, sobre Conservación de los Espacios
Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, que fue objeto
de nuestra STC 102/1995, y que expresamente permite
al Estado conceder determinadas ayudas relacionadas
con la aplicación de esta Ley. Más concretamente, su
Disposición adicional sexta contempla tal posibilidad tan­
to en relación con determinadas actuaciones de ,<las aso­
ciaciones sin .ánimo de lucro, cuyo fin principal tenga
por objeto la conservación de la naturaleza.. (párrafo pri­
mero), como respecto de celos titulares de terrenos o
de derechos reales para la realización de programas de
conservación cuando dichos terrenos se hallen ubicados
en espacios declarados protegidos, o para llevar a cabo
los planes de recuperación y manejo de especies, o
de conservación y protección del hábitat previsto en el
arto 31 .. de. la citada Ley (párrafo segundo). Pues bien,
frente a la impugnación de esta Disposición adicional
sexta por parte de la Generalidad de Cataluña, que adujo
que la gestión de las ayudas en ella previstas debía
corresponder a la Comunidad Autónoma, la STC
102/1995 declaró su constitucionalidad, afirmando que
ceSu inclusión en los 'Presupuestos Generales del Estado
les otorga una dimensión normativa dentro de una polí­
tica general sobre el medio ambiente, sin que asignar
fondos pueda encuadrarse en el concepto de gestión..
(fundamento jurídico 33). .

Al ostentar el Estado competencias en la materia para
, establecer normas básícas de protección y destinar sus
propios fondos presupuestarios a tal fin, no cabe, por
tanto, afirmar que la consignación de los fondos deter­
mine una invasión competencial del Estado que invada
las competencias autonómicas, cesin que ello signifique
privar a éstas de todo margen para desarrollar en el.
sector Subvencionado, una política propia orientada a
la satisfacción de sus intereses peculiares.. (STC
102/1995, fundamento jurídico 33, in fine).

Apreciándose en este caso cobertura competencial
del Estado para actuaciones como la prevista en la pre­
sente partida presupuestaria y no pudiendo deducirse,
sin más, de la rúbrica presupuestaria, nada en contrario
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a que «aquella actuación (subvencional) se encuadra en
las facultades estatales de dirección y coordinación de
la política en tal ámbito para coadyuvar al éxito de la
finalidad prevista» (STC 102/1995, fundamento jurídico
33), es claro que no puede estimarse inconstitucional
una consignación de fondos a un organismo estatal
(el I.C.O.N.A.) con competencias en la materia, incluso
de gestión. (STC 102/1995. fundamentos jurídicos 21
y 22) y en el bien entendido de que ello ha de realizarse
dentro del ejercicio de sus propias funciones y compe­
tencias en la materia.

Por todo ello. la partida es constitucional si se entien­
de -y nada hay en ella que indique otra cosa- que
va dirigida a subvencionar actiVIdades en las que el Esta­
do tiene encomendadas competencias y en la medida
de su competencia.

n) Organismo 203 (ICONA). Programa 533 A (Pro­
tección y mejora del medio natural). Concepto 770:
Transferencias de capital a empresas privadas para con­
servación y protección de suelos frente a los procesos
de erosión y desertización. Concepto 771: Transferen­
cias de capital a empresas privadas para ayudas com­
plementarias en zonas sensibles.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) i) de la STC 13/1992.

o) Organismo 205 (Fondo de Ordenación y Regu­
lación de Producciones y Precios Agrarios). Programa
715 A (Regulación de Producciones y de Mercados Agra­
rio y Pesquero). Concepto 470: Transferencias corrientes
a empresas privadas para subvenciones a la producción
agraria con aportación financiera del F.E.O.G.A.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 G) j) de la STC 13/1992..

G) De la Sección 23 (Ministerio de Transportes
Turismo y Comunicaciones).

Servicio 05 (Dirección General de Transportes Terres­
tres). Programa 513 C (Ordenación e Inspección de
Transportes Terrestres). Concepto 771: Transferencias
de capital a empresas privadas, para ayudas a subven­
cionar el tipo de interés en los créditos para la renovación
del parque de vehículos destinados al servicio público
de transporte por carretera, en las condiciones que se
determinen reglamentariamente.

La impugnación debe desestimarse por las razones
expuestas en el fundamento juridico 13 H) de la STC
13/1992.

H) De la Sección 24 (Ministerio de Cultura).

a) Servicio 04 (Dirección General de Bellas Artes
y Archivos). Programa 452 A (Archivos). Concepto 760:
Transferencias de capital a Corporaciones locales, sub­
venciones a archivos de Corporaciones locales. Concepto
780: Tr1lJlsferencias de capital a familias e instituciones
sin fines de lucro, subvenciones a archivos, instituciones.
entidades y familias sin ánimo de lucro.

La Generalidad. al impugnar estas partidas. argumen­
ta que su competencia exclusiva sobre los archivos que
no son de titularidad estatal (art. 9.6 EAC.) podría que­
dar prácticamente vacía de contenido si el Estado, al
socaire de su competencia concurrente en materia de
cultura (art. 149.2 CE), opta, como sucede en el pre­
sente caso, por no territorializar las subvenciones des­
tinadas a este sector. Esta argumentación no puede ser
compartida por este Tribunaf, toda vez que, en jurispru­
dencia constante, se ha venido sosteniendo que la mate­
ria «cultura» atañe a la competencia propia tanto del
Estado como de las Comunidades Autónomas (por todas,
STC 49/1984, fundamento jurídico 6.°). De ahí que el
Estado. en virtud del art. 149.2 C.E.• pueda desempeñar
una labor de fomento y apoyo de las diversas mani-

festaciones culturales (STC 157/1985. fundamento jurí­
dico 4.°); tarea de fomento que. obviamente. como se
reseñó expresamente en el fundamento jurídico 2.° de
la STC 84/1983, abarca también la financiación de inver­
siones «de carácter Cultura!» relativas a los archivos. En
suma. nada cabe objetar desde el punto de vista com­
petencial a estas partidas presupuestarias.

b) Servicio 04 (Dirección General de Bellas Artes
y Archivos). Programa 453 A (Museos). Concepto 761:
Transferencias de capital a Corporaciones locales: sis­
tema español de museos. Concepto 782: Transferencias
de capital a familias e instituciones sin fines de lucro
correspondientes al sistema español de museos.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 131 a) de la STC 13/1992.

c) Servicio 08 (Dirección General del Libro y Biblio­
tecas). Programa 455 D (Promoción del libro y publi­
caciones culturales). Concepto 471: Transferencias
corrientes a empresas privadas para Fondo de promoción
del libro: a empresas editoriales. Concepto 770: Trans­
ferencias de capital a empresas privadas para apoyar
proyectos innovadores y de renovación tecnológica de
empresas privadas del libro. Concepto 771: Transferen­
cias de capital a empresas privadas. a empresas rela­
cionadas con el libro para la dotación de material infor­
mático que a partir del sistema ISBN permita una red
de información integrada sobre el libro español. Con­
cepto 772: Idem, a empresas relacionadas con la difusión
del libro.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento juri­
dico 131) b) de la STC 13/1992.

d) Organismo 108 (Instituto de la Cinematografía
y de las Artes Audiovisuales). Programa 456 C (Cine­
matografía). Concepto 471: Transferencias corrientes a
empresas privadas: Fondo de Protección a la Cinema­
tografía. Concepto 771: Transferencias de capital a
empresas privadas. ayudas para la modernización de
salas. .

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 1) c) de la STC 13/1992.

1) De la Sección 26 (Ministerio de Sanidad y Con­
sumo).

a) Servicio O1 (Ministerio y Subsecretaría). Progra­
ma 411 A (Dirección y Servicios Generales de la Sani­
dad). Concepto 483: Transferencias a familias e insti­
tuciones sin fines -de lucro para becas para formación
y perfeccionamiento sanitario y bolsas de viaje y estudios
para el intercambio personal e institucional de informa­
ción en materia sanitaria.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 J) b) de la STC 13/1992

b) Servicio 02 (Secretaría General Técnica). Progra­
ma 411 A (citado). Concepto 481: Transferencias a fami­
lias e instituciones sin fines de lucro para becas y bolsas
de viaje motivadas por actividades de cooperación e
intercambio con otros países en materia sanitaria.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento jurí­
dico 13 J) e) de la STC 13/1992.

e) Servicio 02. Programa 126 F (Publicaciones).
La impugnación carece de fundamento por las razo­

nes expuestas en el fundamento jurídico 13 J) d) de
la STC 13/1992.

d) Servicio 07 (Dirección General de Farmacia y Pro­
ductos Sanitarios). Programa 413 B (Oferta y uso racional
de medicamentos y productos sanitarios). Concepto 471:
Transferencias corrientes a empresas privadas, a labo­
ratorios fabricantes de hemoderivados para compensar
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las pérdidas por retirada del mercado de productos
hemoderivados como consecuencia de medidas de pre­
vención del SIDA. incluso en ejercicios anteriores. Con­
cepto 480: Transferencias corrientes a familias e ins­
tituciones sin fines de lucro. asociación española de
hemofilia de la Seguridad Social.

Por su conexión directa con la actividad de prevención
del SIDA que. como ya dijimos en el fundamento jurídico
12 A) d) de la STC 13/1992. encuentra su fundamento
en el arto 149.1.16.° C.E. (bases y coordinación general
de la sanidad), también la partida reflejada en el Con­
cepto 471 debe reconducirse a las expresadas bases.
Por lo que al Concepto 480 se refiere. el ámbito estatal
de la Asociación beneficiaria justifica la consignación
centralizada.

e) Servicio 09 (Dirección General de Planificación
Sanitaria). Programa 413 A. Concepto 226.04: Gastos
de bienes corrientes y servicios, para toda clase de gas­
tos. incluso de personal, que originen actuaciones rela­
cionadas con la promoción de estilos de vida sanos;
Concepto 226.07: Idem. para gastos que origine la rea­
lización de propuestas. estudios y acciones de informa­
ción e intervención preventiva que ocasione la lucha con­
tra el cáncer. Concepto 226.11: Para toda clase de gas­
tos, incluso de personal, que origine la realización de
actividades de promoción de la salud y educación sani­
taria para combatir enfermedades infecciosas, tubercu­
losis y de transmisión sexual, así como campañas de
prevención y de promoción de la salud y educación sani­
taria. dirigidas a grupos de alto riesgo. Concepto 226.13:
Para toda clase de gastos, incluso de personal, que ori­
gine la realización de actividades de promoción de la
salud y de educación sanitaria para combatir enferme­
dades cardiovasculares. Concepto 226.12: Para toda cIa­
se de gastos. incluso personal, que originen acciones
de intervención preventiva y educación sanitaria en la
lucha contra el SIDA.

Puede aplicarse a estas partidas lo establecido en
el fundamento juridico 13 J) f) Y g) de la STC 13/1992.

. f) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 226.10:
Gastos en bienes corrientes y servicios. para toda clase
de gastos. incluso de personal, que origine la acredi­
tación de centros y unidades hospitalarias que se dedi­
quen a la docencia postgraduada,

Como ya se ha indicado reiteradamente. el
art. 149.1.16.° C.E. otorga al Estado la competencia
exclusiva sobre las bases y coordinación general de la
sanidad. dentro de la cual pueden incluirse las activi­
dades financiadas por medio de esta partida.

g) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 226.14:
Gastos en bienes corrientes y servicios, para apoyar y
colaborar en los gastos que ocasione la inclusión de
la educación para la salud en el currículum de formación
de docentes y discentes mediante convenio con el Minis­
terio de Educación y Ciencia.

La partida no puede considerarse inconstitucional por
las razones expuestas en el fundamento juridico 13 J) a)
de la STC 13/1992.

h) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 422:
Transferencias corrientes al INSALUD para toda clase
de gastos. incluso de personal. que_originen las acciones
específicas en servicios cón gestión transferida. Subcon­
cepto 01: Adscripción. puesta en marcha y funciona­
miento de los servicios. de asistencia en psiquiatría y
salud mental (hospitalarias y extrahospitalarias). Subcon-

. cepto 02: Detección de anticuerpos de virus de inmu­
nodeficiencia humana. asi como del citado virus (SIDA).
Subconcepto 09: Asistencia religiosa católica en sus cen··
tras hospitalarios conforme al Acuerdo suscrito entre

los Ministerios de Justicia y Sanidad y Consumo y
la Conferencia Episcopal Española. Subconcepto 10:
Formación continuada de personal sanitario. Concep­
to 423. Transferencias corrientes a la Seguridad SOCial,
al INSALUD para toda clase de gastos, incluso de per­
sonal, que origine la asistencia sanitaria de los afectados
por el Síndrome Tóxico.

Estas partidas deben declararse inconstitucionales
por las razones' expuestas en los fundamentos jurídicos
12 A) h) Y 13 J), apartados k) y n). de la STC 13/1992.

i) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 424: Al
INSALUD. para investigación sanitaria.. FISS. Subconcep­
to 01: Para investigación sanitaria. Subconcepto 02: Para
todos los gastos incluso de personal, que origine la inves­
tigación sanitaria sobre el síndrome tóxico y materias
relacionadas. Subconcepto 03: Para todos los gastos.
incluso de personal. que origine la investigación sanitaria.
sobre el cáncer y materias relacionadas.

La impugnación de esta partida debe desestimarse
por las razones expuestas en los fundamentos juridicos
12 A) i) Y 13 J) ñ) de la STC 13/1992.

j) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 442:
Transferencias corrientes a empresas públicas y otros
entes públicos; subvenciones a centros docentes. depen­
dientes de los Ministerios de Educación y Ciencia y Sani­
dad y Consumo, con objeto de promover el desarrollo
de cursos de estomatología y odontologia. Concepto
443: Idem: Para toda clase de gastos. incluso de per­
sonal. que origine la formación de personal sanitario lle­
vada a cabo mediante convenio entre el Ministerio de
Sanidad y Consumo y dichos agentes. Concepto 470:
Transferencias corrientes a empresas privadas. para toda
clase de gastos, excepto personal. que origine la for­
mación de higienistas y protésicos dentales. Concepto
483: Transferencias corrientes a familias e instituciones
sin fines de lucro. para toda c1as!'! de gastos. incluso
de personal, que origine la formación continuada de per­
sonal sanitario. llevada a cabo mediante convenio entre
el Ministerio de Sanidad y Consumo y el Consejo General
de Colegios Oficiales de Médicos, de Diplomados de
Enfermería o sociedades científicas o cualquier otra ins­
titución privada sin ánimo de lucro.

Resulta aplicable a estas partidas lo afirmado en el
fundamento jurídico 13 J) j) de la STC 13/1992.

k) ServiciO 09. Programa 413 A. Concepto 450:
Transferencias corrientes a Comunidades Autónomas.
Para toda clase de gastos. incluso de personal, que se
originen como consecuencia de actuaciones coordina­
das con el Ministerio de Sanidad y Gonsumo. para la
elaboración de Planes Regionales de la Salud. Concepto
451: ldem: Para toda clase de gastos, incluso de per­
sonal, que se originen como consecuencia de actuacio­
nes coordinadas con el Ministerio de Sanidad y Cpnsumo
para la implantación de la Tarjeta Sanitaria. Concepto
452: Idem: Para toda clase de gastos, incluso de per­
sonal, que originen las actuaciones coordinadas con el
Ministerio de Sanidad y Consumo para el desarrollo de
Planes conjuntos de educación sanitaria. promoción de
la salud y prevención para la población anciana. Con­
cepto 453: ldem: Para toda clase de gastos, incluso de
personal. que originen las actuaciones coordinadas con
el Ministerio de Sanidad y Consumo para el desarrollo
de Planes nacionales de prevención y control del cáncer.
Concepto 454: Idem: Para ttlda clase de gastos. incluso
de personal, que originen las actuaciones coordinadas
con el Ministerio de Sanidad y Consumo para el desarro­
llo de Planes Conjuntos de Salud Materno-Infantil, incluso
la orientación familiar dentro del área de la salud. Con­
cepto 455: Idem: Para toda clase de gastos. incluso de
personal. que originen las actuaciones coordinadas con
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el Ministerio de Sanidad y Consumo para el desarrollo
de Planes conjuntos de inmunización y erradicación de
enfermedades transmisibles. Concepto 456: ldem: Para
toda clase de gastos, incluso de personal, que se originen
por las actuaciones coordinadas con. el Ministerio de

. Sanidad y Consumo para el desarrollo del Plan Nacipnal
contra el SIDA. Concepto 457: ldem: Para toda clase
de gastos, incluso de personal, que originen actuacionés
coordinadas con el Ministerio de Sanidad y Consumo
para el desarrollo de Planes conjuntos de educación sani­
taria y prevención de la salud bucodental. Concepto 458:'
Idem: Para toda clase de gastos, incluso de personal.
que originen las actuaciones coordinadas con el Minis­
terio de Sanidad y Consumo para el desarrollo de Planes
Nacionales de Prevención y Control de Enfermedades
Cardiovasculares. Concepto 459: ldem: Para toda clase
de gastos, .incluso de personal, que se originen como
consecuencia de actuaciones cúordinadas con el Minis­
terio de Sanidad y Consumo para la intervención sanitaria
en accidentes de tráfico.

La Generalidad impugna estas partidas por entender
que la titularidad estatal de coordinación general de la
sanidad no puede vaciar de contenido las competencias
de la Comunidad recurrente en materia de sanidad inte­
rior y porque no deben f;ondicionarse estas transferen­
cias a la formalización de Convenios impuestos por el
Ministerio.

La impugnación debe ser desestimada. Como ya se
ha indicado ,el Estado ostenta competencias sobr!! las
bases y coordinación general de la Sanidad (art.
149.1.16.° c.E.); el tenor literal de las partidas objeto
de consideración no permite deducir que el Estado se
haya extralimitado en el ejercicio de sus competencias,
por lo que la consignación de 105 correspondientes recur­
sos presupuestarios no vulnera el orden constitucional
y estatutario de competencias. Tampoco la exigencia
de Convenio determina la inconstitucionalidad de las par­
tidas transcritas; como hemos indicado en la STC
13/1992, [fundamentos jurídicos 10; 12 A) c) y 13 J)
k)) en una materia en que el Estado tiene reservadas
competencias sobre las bases y la coordinación, la fór­
mula del Convenio puede ser válida y útil para asegurar
la acción conjunta de las instituciones estatales y auto- .
nómicas, siempre que 105 Convenios se ajusten a 105
principios y límites expuestos en el citado fundamento
jurídico 10 de la STC 13/1992.

1) Servicio 09. 'Programa 413 A. Conceptos 484 a
489: Transferencias 'a familias e instituciones sin fines
de'lucro para subvenciones con destino a financiación
de trasplantes de órganos, Cruz Roja, instituciones que
atiendan a enfermos del SIDA e información, prevención,
detección y tratamiento del SIDA, promoción de dona­
ción de sangre y programa, de vigilancia de malforma­
,ciones congénitas, así como enfermedades de transmi-,
sión sexual.

Resulta aplícable lo establecido en 105 fundamentos
jurídicos 12 A) d) Y 13 J) g) de la STC 13/1992.

11) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 781:
Transferencias de capital a familias e instituciones sin
fines de lucro, para construcción, acondicionamiento y
equipamiento de hospitales dependientes de institucio­
nes sin fines de lucro.

Resulta aplicable lo establecido en 105 fundamentos
jurídicos 12 A) e) y 13 J) h) de la STC 13/1992

m) Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 751:
Transferencias de capital a Comunidades Autónomas,
para construcción, acondicionamiento, remodelación,
mejora y equipamiento de centro.regionales de hemo­
terapia y centros de hemodiálisis públicos.

Es aplicable a esta partida lo establecido en el fun­
damento jurídico 13 J) i) de la STC 13/1992.

n) Servicio 10 (Delegación del Gobierno para el Plan
Nacional sobre Drogas). Programa 313, G (Plan Nacional
sobre Drogas). Concepto 421: Transferencias corrientes
a la Seguridad Social, al INSALUD, para todo tipO de
gastos, incluso de personal. que originen 105 servicios
de desintoxicación, gestionados directamente.

La impugnación de esta partida carece de fundamen­
to porque ellNSALUD es una entidad gestora que ejecuta
competencias del Estado en buena parte de su territorio
y la partida se refiere, -precisamente, a 105 servicios no
transferidos, por lo que no se comprende de qué manera
invade o menoscaba las competencias de Cataluña,
máxime cuando en el arto 45 del mismo Programa y
Capítulo se prevén transferencias a las Comunidades
Autónomas por concepto semejante [fundamento jurí­
dico 12 A ) g) de la STC 13/1992].

ñ) Servicio 10. Programa 313 G. Concepto 422:
Transferencias corrientes a la Seguridad Social. al INSA­
LUD, para toda c1as!l de gastos, incluso de personal,
que originen las unidades de desintoxicación en servicios
transferidos.

Esta partida presupuestaria es contraria al orden cons­
titucional de competencias por las razones que se indi­
caron en el fundamento jurídico 13 J). m) de la STC
13/1992.

o) Servicio 10. Programa 313G. Concepto 451:
Transferencias corrientes a Comunidades Autónomas,
para toda clase de gastos, incluso de personal. que ori­
ginen 105 programas autonómicos derivados del Plan
Nacional sobre Drogas.

Procede desestimar en este punto el recurso de
inconstitucionalidad por las razones que genéricamente
se expusieron en el fundamento jurídico 13 J) 1) de la
STC 13/1992; debe aquí añadirse que el tenor literal
de la partida pone de manifiesto el respeto por las com­
petencias autonómicas enla materia.

p) Servicio 10. Programa 313 G. Concepto 452:
Transferencias, corrientes a Comunidades Autónomas
para toda clase de gastos, incluso de personal. que ori­
ginen 105 Programas específicos para situaciones de alto
riesgo. Concepto 453: Idem: Para toda clase de gastos,
incluso de personal, derivados del desarrollo del sistema
estatal de información sobre toxicomanías. Concepto
455: Idem: Para toda clase de gastos, incluso de per­
sonal, derivados del mantenimiento de unidades de
desintoxicación de toxicómanos. Concepto 456: Idem:
Para toda clase de gastos, incluso de personal. derivados
de Programas de rehabilitación-reinserción de toxicóma­
nos con problemas jurídico-penales.

El recurso de inconstitucionalidad debe ser deses­
timado en este punto por las razones e¡<puestas en el
fundamento jurídico 13 J) 1) de la STC 13/1992.

q) Servicio 10. Programa 313 G. Concepto 481:
Transferencias .corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro, para organizaciones no gubernamentales
sin ánimo de lucro, para el desarrollo de Programas de
ámbito estatal en el marco de las prioridades del Plan
Nacional sobre Drogas. '

Debe desestimarse la impugnación por las razones
indicadas en el fundamento jurídico 13 J) 11) de la STC
13/1992.

J) De la Sección 27 (Ministerio de Asuntos Socia­
les).

a) Servicio 03 (Dirección General de Acción Social).
Programa 313 L (Servicios Sociales del Estado). Con-
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cepto 486: Transferencias corrientes a familias e ins­
tituciones sin fines de lucro, para financiar Programas
estatales e internacionales.

Resulta aplicable lo establecido en el fundamento-jurí­
dico 13 K) e) de la STC 13/1992.

b) Organismo 27.208 (Instituto de la Juventud). Pro­
gra'!la 323 A (Promoción y servicios a la juventud). Con- '
cepto 481: Transferencias corrientes a familias e ins- '
tituciones sin fines de lucro, a asociaciones juveniles
y entidades de ámbito nacional prestadoras de servicios
a la juventud. Concepto 781: Transferencias de, capital
a familias e instituciones sin fines de lucro, a asociaciones
juveniles de ámbito nacional prestadoras de servicios
a la juventud.

La impugnación debe desestimarse por las razones
expL!estas en el fundamento jurídico 13 K) g) de la STC
13/1992.

La recurrente impugna también, dentro de este orga­
nismo y Programa, el Concepto 22.600: Material. sumi­
nistros y otros. Debe tratarse de un error; la rúbrica «ma­
terial, suministros y otros» se refiere al art. 22; el Con­
cepto 226 se refiere a «gastos diversos» y en él se englo­
ban los Subconceptos O1. atenciones protocolarias y
representativas, y el 09. para o,tros.

o c) Organismo 27.107 (Instituto de la Mujer). Pro­
grama 323 B (Promoción de la mujer). Concepto 481:
Transferencias corrientes a familias e instituciones sin
fines de lucro, transferencias a entidades y personas físi­
cas para realizar actividades que fomenten la no ais­
criminación y la participación de la mujer en la sociedad.
Concepto 482: ldem. para programas piloto experimen­
tales y acciones positivas. Concepto 483: ldem, para
programas de vacaciones para mujeres solas can cargas
familiares.

La recurrente impugna también, dentro de este orga­
nismo y Programa, el Concepto 22.600: Material, sumi­
nistros y otros. Debe tratarse de un error semejante al
ya indicado en la partida anterior (Organismo 27.208).

La recurrente da por reiterados los argumentos
expuestos a propósito de las partidas relativas al Instituto
de la Juventud; debemos, por tanto, rechazar la impug­
nación por las razones que se expusieron en los apar­
tados f) y g) del fundamento jurídico 13 K) de la STC
13/1992. Convien'e aquí precisar que el título campe­
tencial aducido por la Generalidad. la «promoción de
la mujer» (art. 9.27 E.A.C.), por su carácter genérico e
indeterminado na pu'ede impedir que el Estado persiga
ese mismo objetivo ejercitando sus competencias sec­
toriales o ,generales.

3. La Generalidad de Cataluña impugna los aparo.
tados 3 y 4 del arto 11 de la Ley 4/1990. El apartado
3 dispone que ,<las obligaciones del Instituto Nacional'
de la Salud generadas hasta el 31 de diciembre de 1988,
y que no hayan sido hechas efectivas en dicha fecha,
así como la parte de la liquidación anual de Comunidades
Autónomas'con gestión transferida correspondiente tan­
to a las desviaciones producidas por el abono de tales
obligaciones'como a las producidas por incorporaciones
de créditos al Presupuesto de 1989, y cuyos expedientes
de gastos hubiesen sido presentados por el citado Ins­
tituto al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con
anterioridad al 1 de julio de 1989, serán financiados
con cargo a los conceptos no finalistas del presupuesto
de la Seguridad Socia!». Por su parte, el apartado 4 esta­
blece que «todo incremento de gasto del Instituto Nacio­
nal de la Salud, can excepción del que pueda resultar
de lo previsto en el apartado 3 de este artículo y de •
las generaciones de crédito. que no pueda financiarse
por redistribución interna de sus créditos ni con cargo
al remanente a que se refiere el arto 18.1 de esta Ley.

se financiará durante el ejercicio por aportación del
Estado. sin que resulte de aplicación lo previsto en el
art. 150.3 del texto refundido de la Ley General Pre­
supuestaria». En opinión de la recurrente, los preceptos
transcritos otorgan un trato completamente distinto al
Instituto Nacional de la Salud y a las Comunidades Autó­
norrfas que, como Cataluña, tienen transferidos los ser­
vicios dE¡ sanidad y prestaciones sanitarias de la Segu­
ridad Social; a diferencia de la previsión establecida en
el apartado 4 de forma específica y excluyente pare el
INSALUD, el apartado 3 na garantiza la liquidación a
las Comunidades Autónomas con gestión transferida en
materias de sanidad de las desviaciones presupuestarias
dentro del propio ejercicio presupuestario; de esta mane­
ra se conculcan. al decir de la recurrente, los arts. 14.
138 y 156.1 C.E. en relación con el art. 17 del EAC..
así como el principio de suficiencia. Entiende, además.
la recurrente que los preceptos impugnados constituyen
un ciaré exceso de las competencias reservadas al Esta­
do por el art. 149.1.17 C.E.

De I¡¡s diversas infracciones alegadas._ la Generalidad
pone especial énfasiS en la vulneración de la igualdad
ante la Ley, proclamada por el arto 14 C.E., por efecto
del citado trato discriminatorio. Hemos de precisar, antes
de nada, que eS doctrina de esltl Tribunal que «los entes
p~blicos na pueden ser considerados en las relaciones
jurídico-materiales como titulares del derecho fundamen­
tal a la no discriminación amp<lrado por el arto 14 C.E..
que se refiere a los españoles y no es de aplicación
a las persbnas jurídico-públicas en cuanto tales» (AATC
135/1985.139/1985 y 106/1988).

El 'análisis de los preceptos impugnados no permite,
sin embargo, compartir la argumentación de la recurren­
te; el apartado 4 expresamente deja a salvo los incre­
mentos del gasto a que se refiere el anterior apartado
3; el) este último se establece un medio de financiación
que resulta aplicable no sólo a las obligaciones del Ins­
tituto Nacional de la Salud que cumplan ciertos requi­
sitos, sino también a la parte de la liquidación anual
de Comunidades Autónomas con gestión transferida
correspondiente a las desviaciones producidas por el
abono de tales obligaciones; na cabe. por tanto, apreciar
la concurrencia de trato discriminatorio entre ellNSALUD
y las Comunidades Autónomas con gestión transferida'
denunciado por la recurrente:

Tampoco se puede afirmar que los preceptos impug­
nados, en concreto el apartado tercero, conculquen los
restantes principios mencionados, sobre todo los de sufi­
ciencia y autonomía financiera; la previsión contenida
en el apartado tercero ya citado establece el medio de
financiación de las desviaciones presupuestarias en él
contempladas y garantiza, con ello, que las Comunidades
Autónomas con gestión tran'sferida dispongan de los
medios adecuados para el ejercicio de sus competencias;
la ausencia de una disposición que garantice expresa­
mente la liquidación de estas desviaciones' dentro
'del propio ejercicio. no constituye por sí sola causa que
permita apreciar las vulneraciones aducidas por la
recurrente.

Debe recha,zarse, asimismo, que los referidos apar­
tados 3 y 4 del arto 11 constituya,n un exceso de las
competencias reservadas al Estado por el arto 149.1.17
C.E. El alcance del precepto constitucional últimamente
citado. que atribuye al Estado la competencia exclusiva

, sobre legislación básica y régimen económico de la Segu-
ridad Social. sin perjuicio de la ejecución de sus servicios
por las Comunidades Autónomas. ha sido explicitado
por la STC 124/1989, fundamentos jurídicos 3.° y ss:;
dijimos entonces que el Estado ejerce no sólo facultades
normativas, sin'o también facultades de gestión o eje­
cución del régimen ecwnómico de los fondos de la Segu­
ridad SoCial destinados a los servicios o a las presta-
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ciones de la Seguridad Social en Cataluña. Dentro
de las facultades reservadas al Estado pueden englo­
barse las previstas en los referidos apartados 3 y 4
del arto 11 de la Ley 4/1990, por lo que na cabe apreciar
el E!xceso competencial alegado.

4. La recurrente impugna el arto 40 de la Ley de
Presupuestos para 1990, sobre determinación inicial de
pensiones asistenciales. que reproduce el contenido de
los arts. 55 y 45 de las Leyes de Presupuestos para
1988 y 1989, respectivamente, can la salvedad de fijar
la cuantía de las pensiones en 22.108 pesetas y rebajar
la edad de los beneficiarios por ¡¡ncianidad a sesenta
y seis años; la recurrente reitera aquí los argumentos
alegados contra el citado arto 45 de la Ley de Presu­
puestos para 1989.

La constitucionalidad de los arts. 55 y 45 de las Leyes
de Presupuestos para 1988 y 1989, respectivamente.
fue extensamente analizada en el fundamento jurídico
14 de la STC 13/1992; dada la identidad de contenido
entre los preceptos mencionados y el que constituye
objeto de este recurso. debemos remitirnos a lo esta­
blecido en el ya citado fundamento jurídico 14 de la
STC 13/1992..

5. Impugna la Generalidad de Cataluña la Disposi­
ción final décima de la Ley 4/1990. de Presupuestos
Generales del Estado para 1990. que suprime como Cor­
poraciones de Derecho Público las Cámaras Oficiales
de la Propiedad Urbana y el Consejo Superior de las
mismas. La impugnación se fundamenta en argumentos
a los que ya se dio respuesta en la STC 178/1994 -cuya
doctrina es perfectamente trasladable aquí-o En ella se
declaró la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad
de la mencionada disposición quedando expulsada del
ordenamiento jurídico. por lo que ahora ha de estimarse
la desaparición sobrevenida del objeto de esta impug­
nación, que no requiere, por lo mismo, Un nuevo pro­
nunciamiento por parte de este Tribunal.

6. La recurrente impugna también la Disposición
adicional vigésima segunda de la Ley 4/1990, de Pre­
supuestos Generales del Estado para 1990 que faculta
a los Consorcios de Zonas Francas, de acuerdo con su
específica nórmativa, para promover, gestionar y explo­
tar los bienes integrantes de su patrimonio, adquiridos
por cualesquiera títulos admisibles en Derecho, direc­
tamente o asociados can otros organismos, para cOn­
tribuir a la dinamización económica de su respectiva área
de influencia. Se alega la in idoneidad de la Ley de Pre­
supuestos para contener una disposición de esta natu­
raleza y la indeterminación y amplitud de los términos
empleados que permiten dar cualquier contenido a las
actuaciones de los Consorcios, y se solicita que se decla­
re su inconstitucionalidad o que se dicte una Sentencia
aclaratoria.

Debe rechazarse la s.olicitud expresada, con carácter
subsidiario. por la recurrente de que, en su caso, se dicte
una Sentencia aclaratoria sobre los límites de la legis­
lación del Estado reguladora de los Consorcios a la vista
de las competencias de la Generalidad de Cataluña plas­
madas en los arts. 9.9 y 12.1.2 del Estatuto de Auto­
nomía. Como ya se ha indicado en ocasiones preceden­
tes. la Sentencia interpretativa es, en manos del Tribunal.
un medio lícito, aunque de muy delicado y difícil uso.
pero la emanación de una Sentencia de este género,
no puede ser objeto de una pretensión de los recurrentes.
El Tribunal Constitucional es intérprete supremo de la
Constitución, no Legislador, ni tampoco un órgano con­
sultivo o de dictamen (Declaración de 1 de julio de 1992.
fundamento jurídico 1.°), y sólo cabe solicitar de él un
pronunciamiento sobre la adecuación o inadecuación de
los preceptos a la Constitución (SSTC 5/1981, funda-

mento jurídico 6.°, y 77/1985, fUndamento jurídico 4.°).
Hemos de examinar, pues, el motivo de inconstitu­

cionalidad formal o de procedimiento legislativo que sus­
cita el que mediante la Ley de Presupuestos Generales
del Estado se incorpore una norma como la aquí impug­
nada, de naturaleza organizativa y reguladora de la actua­
ción de estas entidades.

El Tribunal Constitucional, desde la temprana STC
27/1981 ya lo largo de numerosas Sentencias pos­
teriores que han culminado en la STC 76/1992. ha ela­
borado una doctrina sobre los límites constitucionales
al contenido material de las Leyes de Presupuestos del
Estado y a su utilización como instrumento de la legis­
lación para introducir en el ordenamiento jurídico «dis­
posiciones de carácter general en materias propias de
la Ley ordinaria (con excepción de lo dispuesto en el
apartado 7.° del art. 134 C.E.)>>. Según dicha doctrina,
la Ley de Presupuestos. que se configura como una ver­
dadera Ley, no obstante sus peculiaridades, en el ejer­
cicio de una función o competencia específica desdo­
blada de la genérica potestad legislativa (art. 66.2 C.E.).
tierre un contenido mínimo, necesario e indisponible
-esencial, porque no puede faltar y que califica a una
Ley como de Presupuestos en el sentido constitucional
del concepto, esto es «aquella que, como núcleo fun­
damental, contiene la aprobación de los Presupuestos
Generales del Estado. es decir. las previsiones de ingre­
sos y las autorizaciones de gástos para un ejercicio eco­
nómico determinado» (STC 126/1987, fundamento jurí­
dico 5.°)- constituido por la «expresión cifrada de la
previsión de ingresos y la habilitación de gastos» y un
contenido posible. no necesario y eventual constituido
por materias distintas a ese núcleo esencial «que na
siendo estrictamente presupuestarias inciden en la polí­
tica de ingresos y gastos del sector público o la
condicionan».

Pero aun aceptando la posibilidad de que las Leyes
anuales .de Presupuestos puedan contener disposiciones
o regulaciones materiales de esa naturaleza, este Tri­
bunal ha declarado igualmente «que este contenido
eventual sólo tiene cabida dentro de límites estrictos»,
que la doctrina de la STC 76/1982, fundamento jurídico
4.°, apartado a) -que reiteramos ahora- ha resumido
concluyendo que «para que la regulación por Ley de
Presupuestos de una materia distinta a su núcleo mínimo,
necesario e indisponible (previsión de ingresos y habi­
litaciones de gastos) sea constitucionalmente legítima
es necesario.que esa materia tenga relación directa con
los gastos e ingresos que integran el Presupuesto o con
los criterios de política económica de la que ese Pre­
supuesto es el instrumento y que, además, su inclusión
esté justificada, en el sentido de que sea Un comple­
mento necesario .para la mayor inteligencia y para la
mejor y más eficaz ejecución del Presupuesto y, en gene­
ral, de la política económica del Gobierno». «El cum­
plimiento de estas dos condiciones resulta, pues. nece­
sario para justificar la restricción de las competencias
del Poder Legislativo, propia de las Leyes de Presupues­
tos, y para salvaguardar la seguridad jurídica que garan­
tiza el art. 9.3 C.E., esto es, la certeza del Derecho que
exige que una Ley de contenido constitucionalmente
definido, como es la Ley de Presupuestos Generales.
no contenga más disposiciones que las que corresponde
a su función constitucional (art. 66.2 y 134.2 C.E.).»

Para COnocer el verdadero alcance de la norma impug­
nada es preciso examinarla conjuntamente con las regu­
l.oidoras de los Consorcios de Zonas Francas. De una
parte. la Disposición adicional vigésima segunda de la
Ley 4/1990 dispone expresamente que las facultades
allí reconocidas a los Consorcios lo son «de acuerdo
con su específica normativa». De otra parte, conviene
destacar que la normativa reguladora de los Consorcios
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de Zonas Francas ha regulado sus atribuciones en tér­
minos de gran amplitud; en concreto, el Estatuto del
Consorcio de la Zona Franca de Barcelona, aprobado
por Orden de 1 de julio de 1968, tras prever en su
arto 6 que «el objeto del Consorcio es el establecimiento
y explotación de la Zona Franca de Barcelona, y la pla­
nificación, ordenación y urbanización industrial de todos
los terrenos que constituyen su patrimonio.., disponía
que el Consorcio «tendrá plena capacidad jurídica para
realizar cuantos actos sean necesarios para el desen­
volvimiento de sus actividades...

La Disposición adicional vigésima segunda impugna­
da, es por su contenido y finalidad. una norma reguladora
de las atribuciones de los Consorcios de Zonas Francas
dentro del propio régimen jurídico de estas entidades
que puede decirse característica o típica del llamado
Derecho de organización y no carente de contenido
material o sustantivo. En efecto, el hecho de que sea
la Ley, de Presupuestos del Estado en este caso. la que
especifique o concrete las atribuciones de los Consorcios
ya reconocidas en términos genéricos en su normativa
anterior aprobada por Orden ministerial. con el consi-,
guiente y relevante efecto de congelación del rango de
la norma, constituye una profunda innovación normativa
de su régimen jurídico en una materia ajena por completo
al contenido propio que corresponde a la función cons­
titucional de las Leyes de Presupuestos.

Es evidente que una regulación sobre las atribuciones
y facultades de los Consorcios de Zonas Francas no pue­
de ser encuadrada dentro de lo que este Tribunal ha
definido como núcleo mínimo, necesario e indisponible
de las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, con­
sistente en la expresión cifrada y sistemática de la pré­
visión de ingre'sos y la habilitación "de gastos.

Tratándose de una materia distinta de la estrictamen­
te presupuestaria, no cumple tampoco con las condi­
ciones que este Tribunal ha establecido para la legiti­
midad constitucional de su inclusión en las Leyes de
Presupuestos, pues no guarda relación alguna con los
ingresos y gastos del Estado o con los criterios de política
económica en que se inspira el Presupuesto, en el sentido
de que sea un complemento necesario para la mayor
inteligencia y para la mejor y más eficaz ejecución del
mismo.

Por consiguiente debemos declarar que la Disposición
adicional impugnada es contraria a la Constitución (art.
134.2) por estar contenida en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado.

7. Una vez apreciada la inconstitucionalidad y con­
siguiente nulidad de la Disposición adicional vigésima
segunda por vulneración del arto 134.2 C.E. resulta inne­
cesario dar respuesta a los motivos de inconstituciona­
lidad alegados por la Generalidad de Cataluña desde
la perspectiva de otros preceptos constitucionales y
estatutarios

8. Por último, es imprescindible, antes de pronunciar
el fallo, precisar el alcance concreto que debe atribuirse
a la declaración de inconstitucionalidad de determinadas
partidas presupuestarias contenido en el fundamento
jurídico 2.0 de esta Sentencia. Por las razones expuestas,
en el fundamento jurídico 17 de la STC 13/1992, tam­
bién aquí la pretensión de la Generalidad de Cataluñé.
puede estimarse satisfecha mediante la declaración de
inconstitucionalidad de aquellas partidas presupuesta­
rias que han invadido sus competencias, sin necesidad
de anular las citadas partidas ni menos todavía las sub­
venciones ya concedidas al amparo de las mismas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Primero.-Tener por desistida parcialmente a la Gene­
ralidad de Cataluña en los términos que se indican en
el fundamento jurídico 1.0 de esta Sentencia.

Segundo.-Declarar la desaparición sobrevenida par­
cial del objeto del proceso en los términos que se indican
en el fundamento jurídico 5. 0

Tercero.-Estimar parcialmente su recurso de incons­
titucionalidad interpuesto contra determinados precep­
tos y partidas presupuestarias de la Ley 4/1990, de
29 de junio. de Presupuestos Generales del Estado para
1990, y, en <;onsecuencia:

1.0 Declarar inconstitucionales, con los efectos que
se indican en el fundamento jurídico 8. 0

, por invadir las
competencias que corresponden a la Generalidad de
Cataluña. las partidas presupuestarias correspondientes
al estado de gastos de los Presupuestos Generales del
Estado para 1990:

A) De la Sección 18 (Ministerio de Educación y
Ciencia):

Del Servicio 06. Programa 422 D. Concepto 442.
en los términos contenidos en el fundamento jurídico 2. 0

apartado C) d).

B) De la Sección 20 (Ministerio de Industria y
Energía):

Del Servicio 14. Programa 722 C. Conceptos 771,
772. 773, 781, 783, 785, 787 y 788 en los términos
contenidos en el fundamento jurídico 2.0 apartado E). i)
de esta Sentencia.

C) De la Sección 26 (Ministerio de Sanidad y
Consumo).

a) Del Servicio 09. Programa 413 A. Concepto 422,
Subconceptos 01, 02. 09, 10. Concepto 423. en los
términos contenidos en el fundamento jurídico 2. 0

, apar­
tado I h).

b) Del Servicio 10. Programa 313 G. Concepto 422,
en los términos contenidos en el fundamento jurídi­
co 2. 0

, apartado I ñ).

2. 0 Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente
nulidad de la Disposición adicional vigésima segunda
de la Ley 4/1990, de 29 de junio. de PresupuestoS Gene­
rales del Estado para 1990.

Cuarto.-Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a uno de febrero de mil novecientos
noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dón López.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González-Campos.-Pedro Cruz
Villalón.-Carles Viver Pi-Sunyer:-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y Rubri­
cados.


